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Introducción
El contexto actual de la Ciudad de México plantea una serie de retos muy serios en materia de seguridad pública, algunos de los de mayor relevancia son la preparación del personal, la actualización de mecanismos y estrategias, así como el fortalecimiento de la participación ciudadana en programas de prevención del delito.

La sociedad exige a la policía enfrentarse con situaciones más difíciles y complejas como la concentración de grupos de alto riesgo en cualquier lugar de la ciudad de México, mayor número de jóvenes involucrados en drogas, violencia y delitos, crecimiento desmesurado de la delincuencia, así como una permanente evolución en la forma de operar del delincuente. 

Las acciones de prevención del delito van encaminadas a reducir el riesgo que se produzca un delito, así como evitar que las personas que no están involucradas en actividades delictivas lo estén. La clave está en identificar las causas, elementos de oportunidad, y condiciones sociales que permiten el surgimiento y fortalecimiento de la delincuencia, así  como en tener la capacidad de incidir y modificar dichas condiciones. Por lo  tanto, si los programas de prevención son diseñados e implementados con la participación de la ciudadanía de forma  efectiva, tendrán mayor posibilidad de reducir los niveles de incidencia delictiva  en el mediano y largo plazo. Más aún, la prevención del delito tiene la capacidad de cambiar vidas y destinos de individuos y comunidades enteras.

El trabajo puede contribuir, entre otros aspectos, a conocer los antecedentes de la participación ciudadana, el estado actual de la seguridad pública en la Ciudad de México, poner en operación y formalizar sus implicaciones para el desarrollo de la institución, así como proporcionar información útil para los encargados de los programas de participación ciudadana y prevención del delito sobre la posibilidad de aprovechar la relación encargados–participación ciudadana–proceso–resultado.

Asimismo podría coadyuvar a hacer eficientes las funciones desarrolladas por los encargados de programas de participación ciudadana y prevención del delito, las cuales tienen una naturaleza compleja, y deben ser realizadas por profesionales con cierta experiencia y un perfil especifico. En algunos casos se requiere actualización para que los encargados realicen un ejercicio profesional de mayor relevancia e impacto en los procesos, así como en la obtención de resultados y el logro de los objetivos institucionales. 

CAPÍTULO I

Aspectos doctrinarios y conceptuales de delito, seguridad y prevención del delito
Al hacer una revisión de la temática del informe de la práctica profesional se involucran aspectos tales como el delito, prevención e investigación del delito y la seguridad, lo cual conduce a realizar un breve análisis de estos tópicos. 

1.1 TEORÍA DEL DELITO

El estudio del derecho penal implica como en cualquier otra área, conocer el origen, concepto y radio de acción; de tal suerte que sea factible ubicar lo particular en lo general; es decir, el derecho penal en el contexto de la ciencia del derecho; ya lo menciona el maestro Luis Recasens Siches al plantear el problema de la localización del derecho en el universo estableciendo que: “el universo ofrece el espectáculo de una balumba abigarrada de ca​sos multiformes, varios y heterogéneos. Del torbellino de cosas que en el mundo encontramos, entre saquemos la mención de algunas pocas muestras; y hagámoslas desfilar ante nuestra consideración, de momento en tropel desordenado y fortuito —precisamente para adquirir con mayor relieve esa impresión de superlativa diversidad.

Así se hará con el delito, parte vital de la estructura del de​recho punitivo, pues el ilícito penal aparece como una conducta cuya valoración jurídica y determinación delictiva requiere estar tipificada, o sea, consignada en la parte especial del Código penal o una ley de igual esencia. Debe cumplirse el principio Nulum crimen sine previa lege, la elaboración de los tipos penales y el establecimiento de sus correspondientes sanciones como cualquier otra norma jurídica correspon​den a la función legislativa exclusivamente, a su vez, ésta tiene otras fuentes de entre las cuales se encuentra principalmente la costumbre y cuando de ella surge la necesidad de proteger un interés social, el legislador la eleva a la categoría de bien jurídico. 

Por ello, es necesario razonar en forma somera y referirse a los usos sociales y a las prácticas permanentes de los individuos dentro de la sociedad, para tener noción de los elementos cuyo origen constituye en el legislador, la inspiración y la interpretación real de las necesidades, carencias y anhelos de un pueblo, como lo explica el ya referido autor al analizar la manera de articular las ideas de valor con los hechos históricos y las ideas jurídicas o programas de derecho justo: “se trata, en lo que se refiere a la realización de las exigencias normativas ideales de los valores pertinentes, de armonizar el cumplimiento de esas exigencias ideales con las circunstancias histórico-sociales concretas de cada lugar y de cada momento”.

García Máynez, para dar una idea visible de lo tocante a las fuentes, se refiere a una metáfora bastante feliz de Claude Du Pasquier: “Remontarse a las fuentes de un río, es llegar al lugar en que las aguas brotan de la tierra; de manera semejante, inquirir la fuente de una disposición jurídica, es buscar el sitio en que ha salido de las pro​fundidades de la vida social a la superficie del derecho”.

Así, es posible encontrar en todos los autores y en todas las doctrinas una corriente uniforme, aceptando a la costumbre como fenómeno universal, compareciendo a través de la evolución de los pueblos, por la voluntad y la acción de los individuos. Se presenta la costumbre en una forma original y muy propia, íntimamente unida a todos los campos sociales; así, las estructuras de los pueblos han sufrido estas modificaciones para transformar a esta fuente con otros aspectos y otros matices impuestos por dichas alteraciones, considerándose así, fuente y elemento constituti​vo de las organizaciones sociales; acertadamente cita el sociólogo y jurista mexicano Antonio Caso: “Así como no hay vida individual sin actos no existe vida social sin costumbres.”

Andrés Serra Rojas hace un resumen citando a Stammler, quien formula esta consideración: “Si supone​mos que hubo en un tiempo en siglos remotos en que no existía ni dere​cho ni leyes, podemos preguntarnos cuándo ha desaparecido tal estado de cosas o, en otros términos, cómo apareció el primer orden jurídico”,
 es de estimarse que en el preciso momento de existir actos contrarios a la costumbre y la necesidad de asegurar la persistencia de la misma, en bien de la sociedad, aunque también se pudo haber dado y se dio en forma similar, concomitante y consecuente al surgimiento del dere​cho y del Estado, fenómenos sociales por excelencia creadores del orden dentro del cual se sitúan nuestras acciones.

Como el hombre vive agrupado no debe realizar conductas lesivas a los intereses de sus semejantes, en consecuencia, se necesita de un orden para tratar de evitar dichas conductas negativas y es precisamen​te la norma jurídica la idónea para lograr el respeto de los intereses necesarios para conservar el orden social, por tanto, la ley penal apa​rece como un conjunto de normas de contenido moral y socia provistas de una sanción trascendente. 

La teoría pura considera al derecho como un orden cuya caracterís​tica específica es la coercibilidad. En la norma jurídica apreciamos su revelación como una proposición hipotética y vinculada de una conse​cuencia a un hecho condicionante; de la aplicación de la fórmula deno​minada norma primaria por Kelsen: si A es debe ser B, deriva la norma secundaria estableciendo la obligación positiva o negativa, cuyo incum​plimiento origina la consecuencia o coacción.
 García Máynez habla de la estructura diciendo: Si A es debe ser B, si B no es debe ser C; donde se considera a la literal “A” como el supuesto generador de la obli​gación, a “B” la obligación, a no “B” incumplimiento de la obligación y a “C” será la sanción. Kelsen dice, respecto a la estructura jurídica que en ciertas circunstancias una persona debe comportarse en deter​minada forma, si no lo hace así otra persona “órgano del Estado” le impondrá una sanción siguiendo un procedimiento específico.

Respecto a la sanción, resulta útil determinar su noción en forma primordial, García Máynez la considera: como la consecuencia jurí​dica creada por el incumplimiento de un deber acarreada en relación con el obligado”; este mismo autor expone: “Las sanciones estableci​das por las normas del derecho penal reciben la denominación especí​fica de pena. La pena es la forma más característica del castigo”.
 Cuello Calón afirma que “Es el sufrimiento impuesto por el Estado, en ejecución de una sen​tencia, al culpable de una infracción penal; estas penas tienen como características:

a) Es un sufrimiento derivado de la restricción o privación de ciertos bienes jurídicos: libertad, propiedad, honor, o vida.

b) Es impuesta por el Estado para la consecución del orden jurí​dico. Los males o sufrimientos impuestos por el Estado per​siguen fines disciplinarios para sancionar las conductas ilícitas.

d) Ha de ser personal, pues nadie puede ser castigado por he​chos ajenos.

e) Debe ser establecida por la ley, como consecuencia jurídica donde de acuerdo con la misma ley tenga carácter de delito.

Por su parte, Hans Kelsen dice:

El derecho es un orden coactivo, esa coactividad se le llama sanción. Las sanciones jurídicas son actos de seres humanos previstos por normas creadas por los hombres, constituyen, pues, un elemento de la organización social. Desde este ángulo el derecho aparece, como orden coactivo. El acto coactivo consiste en la privación for​zada y es necesario, de bienes tales como la vida, la libertad o cualquier otro valor.

El derecho es un orden esencialmente coactivo, sólo se comprende propiamente a la norma jurídica cuando establece la coacción, única​mente puede conseguirse un sistema de derecho cuando se fijan esos condicionantes y su consecuencia condicionada (sanción), es decir, es necesaria la referencia a la obligación cuyo incumplimiento por parte del obligado configura la consecuencia, basta establecer el hecho condi​cionante, por ejemplo: “Quien prive la vida a otro comete el delito de homicidio”, y su sanción: “Privarlo de su libertad personal por un tiempo comprendido entre los ocho y veinte años”. Se excluye por estar implícito en el hecho condicionante, el deber jurídico, no se debe de privar de la vida a otro, pues no es necesario el fundar la norma expre​sando ese deber, cuando es suficiente mencionar el hecho condicionan​te: quien prive de la vida se le deberá aplicar cierta sanción.

El “deber ser” indudablemente es la liga entre la consecuencia y el hecho condicionante, lo cual significa poder llegar a no ser, por estar en
el ámbito de lo normativo y no de lo necesario.
Considerando desde un punto de vista estático, el derecho es sola​mente un sistema de normas a las cuales los hombres prestan o no conformidad. Los actos por los cuales estas normas son creadas y aquellos con los cuales se relacionen, sólo tienen importancia para el derecho así conseguido en la medida media que son determinados por normas jurídicas. Desde ese punto de vista, tienen el carácter de actos jurídicos, pero no forman parte del sistema de normas jurídi​cas. 

Al dictar una ley el parlamento aplica la Constitución; realiza un acto legislativo conforme a la Constitución, pero el derecho no está constituido por ese acto, sino por la Constitución y por la ley dictada por el parlamento. Del mismo modo, cuando el juez, fundán​dose en el código penal, pronuncia una condena de muerte y cuando el verdugo ejecuta la sentencia, los actos de estos dos funcionarios son conforme a derecho; se trata de actos jurídicos por los cuales el derecho es aplicado, pero el derecho mismo no actúa. Solamen​te el hombre es quien actúa observando o violando el derecho. En cambio, si consideramos al derecho desde el punto de vista dinámico, o sea, la manera en que es creado y aplicado, debemos poner el acento sobre la conducta humana a la cual se refieren las normas jurídicas. Estas normas son creadas y aplicadas por los hombres y los actos que se cumplen a ese efecto son regulados por las normas jurídicas. 

El derecho tiene la particularidad de que regula su propia creación y aplicación. La Constitución regula la legislación, o sea, la creación de normas jurídicas generales bajo las formas de leyes. Las leyes regulan a su vez los actos creadores de normas jurídicas par​ticulares (decisiones judiciales, actos administrativos, actos jurídicos de derecho privado). Por último, los actos por los cuales las sancio​nes son ejecutadas aplican las normas jurídicas sin crear otras nue​vas. También ellos tienen el carácter de actos jurídicos en la medida en que son regidos por las normas jurídicas. 

Una teoría dinámica del derecho tiene así por objeto un sistema de actos que son determinados por las normas de un orden jurídico y que crean o aplican dichas normas. La categoría lógica del deber ser o de la norma nos dan tan sólo el concepto genérico y no la diferencia específica del derecho. Los sistemas morales positivos son, al igual que el de​recho, órdenes normativos y las reglas que sirven para describir​los tienen la misma forma lógica; en ambos casos una consecuencia que está ligada a su condición por vía de una imputación. Se impo​ne, por tanto, buscar en otra parte la diferencia entre derecho y moral; ella aparece en el contenido de las reglas que los describen. En una regla de derecho la consecuencia inculpada a la condición es un acto coactivo que consiste en la privación forzada si es necesario, de bienes tales como la vida, la libertad o cualquier otro valor, tenga o no contenido económico. Este acto coactivo se llama sanción.

Todos los órdenes estáticos o sistemas estáticos se caracterizan por:

a)
La norma fundamental vale por su contenido al estimarse justo, bueno, divino, etcétera.

b)
Del contenido de las formas fundamentales se pueden deducir lógicamente, de modo estático, las demás normas integrantes en en cuestión. Al estar implícitas en la forma fundamental, decimos, es estar contenido lo particular en lo general.

Los órdenes dinámicos constituyen el aspecto negativo de los está​ticos.

a)
La norma fundamental no vale por su contenido aunque sea justa, buena, divina, etcétera.

b)
Las normas integrantes del orden dinámico no se derivan lógica​mente de la norma fundamental. Sus formas positivas serán:

1. La norma fundamental de un orden dinámico establece el pro​ceso de creación de las normas integrantes del orden, los órganos y los contenidos.

2. Las normas componentes del orden son creadas de conformi​dad con la norma fundamental. La norma fundamental es la superior, o sea, no es inferior a otra, es la cúspide de la pirá​mide jurídica, en la norma superior se establece el proceso de creación y contenido de una inferior; siendo ésta la creada por ese proceso establecido en la anterior.

Welzel en su estudio de la teoría de la acción finalista dice que solamente donde la función ético-social del derecho penal no puede tener alguna eficacia, se debe recurrir a la función puramente preventiva de precaución: así respecto a personas que no son capaces de un compromiso ético-social, que dejan de serlo o que no lo son en escala suficiente, por lo tanto, en enfermos mentales y en los graves criminales habituales. Para el grupo relativamente pequeño de los criminales habituales, caracterológicamente la mayoría de las veces, gra​vemente las más de las veces, gravemente degenerados, y los enfer​mos mentalmente peligrosos, deben aplicarse en lugar de las penas las medidas preventivas de seguridad.

Respecto a las personas incapaces de un comportamiento positiva​mente social, como lo son los enajenados y enfermos mentales, es de​cir, los imposibilitados a tener un comportamiento ético-social, debe encontrarse una forma diferente para dirigir ese deber de asegura​miento emanado de la función ético-social del derecho penal, como es el recluirlos en sanatorios y departamentos especiales para lograr su curación.

El valor ético-social por excelencia es la justicia y, como virtud ética fundamental, es impensable sin la noción de la comunidad de los hom​bres; la proclama: “No todo para mí sino lo mismo para mí y los otros” le da su rasgo característico. Frente a este valor falla todo intento de fundar una filosofía moral individualista, pues la justicia, según nuestro concepto, es la tendencia opuesta al brutal egoísmo del particular, quien exige todo para él, pues poco le importan los demás, cuando lo relevante es la igualdad entre los iguales y el trato compen​sativo desigual para los desiguales, en busca del bien humano indivi​dual y de la comunidad.

Para explicar los conceptos jurídicos del delito debe partirse del concepto elemental del vocablo. Este ente ha sido estudiado a lo largo de los tiempos como una relación jurídica entre gobierno y gobernados, cuyo origen y surgimiento es la actividad humana estimada legislativamente como contraria al orden ético-social.

Delito, delictum proviene de la raíz latina delinquere, que quiere decir: abandonar, apartarse del buen camino, alejarse del sendero se​ñalado por la ley”.

Al estudio científico integral del derecho le preocupa su contenido y repercusiones sociales, fundamentalmente en la rama referida al delito que a su vez, es estudiado desde otros puntos de vista, como lo con​sidera la historia, la sociología, la filosofía, la antropología, la psicolo​gía, entre otras disciplinas. El devenir histórico demuestra cómo en los pueblos primitivos existió una preocupación por guardar un orden, para su logro y conservación se hizo indispensable el uso del poder, de donde derecho y poder no puedan considerarse incompatibles, sino comple​mentarios, donde el derecho como concepto abstracto, general e imper​sonal necesita de la fuerza indispensable que permita su aplicación. A ese poder aplicado por los pueblos antiguos se le puede llamar fuerza bruta, actualmente se le traduce en coercibilidad, es decir, el derecho admite un cumplimiento no espontáneo: por otra parte, castiga a quienes lesionan los bienes jurídicos en función del derecho penal, conjunto de normas que determinan un delito y las penas que el poder social debe imponer a sus autores,

Carrara define el delito como: ‘La infracción de la ley de Estado promulgada para proteger la seguridad de los ciudadanos resultante de un acto externo del hombre positivo o negativo moralmente impu​table y políticamente dañoso.” 

Garofalo estructura un concepto sociológico del delito al decirnos: “Es la violación de los sentimientos altruistas de probidad y de piedad en la medida media indispensable para la adaptación del individuo a la colectividad”
, apreciándolo como un hecho natural y con base en la coalición cultural de los pueblos y los sentimientos afectados por los resultados delictuosos.

Jiménez de Asúa define al delito “como un acontecimiento impu​table que corresponde a un tipo legal y que es materialmente contrario a una norma de cultura reconocida por el Estado”.
 Citando a Ed​mundo Mezger ofrece una breve noción jurídica formal al decir: “Delito es una acción típicamente antijurídica y culpable.”

Dentro de la noción jurídica substancial se habla de dos sistemas de estudios: el totalizador y el analítico; el primero considera imposible dividir al delito para su estudio: el otro acepta su división para estu​diarlo en sus elementos constitutivos. De Cuello Calón se obtiene una noción substancial: “El delito es toda acción antijurídica, típica, culpable y sancionada con una pena”.
 En cambio, para Von Liszt: “El delito es un acto humano, culpable, antijurídico y sancionado con una pena.

Maggiore da un concepto formal y otro real; en la primera forma llama delito “a toda acción legalmente punible”,
 y en la segunda a “toda acción que ofende gravemente el orden ético-jurídico y por eso merece aquella grave sanción que es la pena; en otros términos: delito es un mal que debe ser retribuido con otro mal para la reintegración del orden ético-jurídico ofendido”

Castellanos Tena, refiriéndose a las nociones de otros autores, cita a Jiménez de Asúa, quien expresa: “Delito es el acto típicamente anti​jurídico culpable, sometido a veces a condiciones objetivas de penalidad imputable a un hombre y sometido a una sanción penal.” También menciona al marqués de Becaria, quien resume el pensamiento liberal de su época en pugna con la barbarie penal imperante, a quien se debe la siguiente fórmula derivada del contrato social de Juan Jacobo Rous​seau: el principio de la legalidad formal del delito y de la pena: Nadie podrá ser castigado por un acto u omisión no consignado con anterioridad en una ley, ni imponérsele pena que la ley no hubiere establecido previamente. Podemos afirmar que a partir de su gran obra en 1764, se despierta el entusiasmo por los estudios serios y sistematizados del derecho represivo y poco a poco se va iniciando una corriente de pensamiento a la cual se le denominó escuela clási​ca, en realidad no integra un todo unitario, pues dentro de su mismo seno se encuentran ideas opuestas y a veces contradictorias.

Estudiando los diversos conceptos que sobre el delito se han elabo​rado, Martínez Inclán afirma la existencia de tres elementos constantes de la norma jurídica penal, dos de los cuales tienen estructura formal y permanente, aunque influidos y determinados tanto por el tiempo como por el lugar acerca del cambiante tercer elemento. Los dos primeros son el elemento objetivo y la sanción, es decir, lo que se castiga y la pena. El tercer elemento es la reprochabilidad o sea, el por qué debe castigarse, en sus dos aspectos objetivo y subjetivo. Afirmando que en un principio la reprochabilidad subjetiva era ajena a los dos elementos, radicando en la aplicación del titular del poder quien tan sólo tomaba en consideración la lesión a los intereses protegidos; originando así que se pretende castigar a los animales, a la naturaleza, a los dioses, cómo imponer castigo a dos personas autoras de la misma lesión e idéntico interés, no obstante ser su conducta opuesta en el orden subjetivo, do​losa o culposa.

Con el advenimiento del humanismo, la reprochabilidad tuvo que analizarse ya en la subjetividad del autor de la lesión, desapareciendo así los absurdos planteados, pues tan sólo son reprochables los seres humanos imputables y en el grado en que participe su voluntad de com​portamiento.

A continuación se ofrece un concepto material de delito: es la conducta objetiva y subjetivamente reprochable, añadiendo para integrar el con​cepto de norma penal acreedora a una sanción penal o de otro modo dicho, la valorización de una conducta que ha lesionado un bien jurí​dico para efectuar la determinación de la responsabilidad penal de su autor (sentencia de juez) conteniendo tres elementos, a saber:

1. Formal, La conducta contenida en la ley (delito desde el punto de vista formal, equivalente a la descripción de la posible lesión de un bien jurídico).

2. Objetivo. No estar autorizada expresamente por la ley dicha con​ducta (causas de justificación o ilicitud).

3. Subjetivo. Capacidad de orientar la voluntad hacia la realización de ciertos comportamientos para la obtención de ciertos resulta​dos, así como de entender la licitud e ilicitud tanto de comporta​miento como de los resultados (imputabilidad>; afirmando que la culpabilidad es una referencia para fijar el quantum de la pena. atendiendo a la previsión, intención y producción del resultado.

En la actualidad, la doctrina penal presenta gran diversidad de cri​terios para clasificar los delitos. Soler afirma: “La gran variedad de las figuras es un obstáculo al éxito del intento de clasificar y distribuir sis​temáticamente toda esa clase de elementos, téngase bien presente, afirma, que nos referimos a elementos constitutivo, de figura y no a elementos constitutivos del delito.”

No obstante lo anterior, y para completar un renglón no tomado todavía en cuenta íntegramente por los autores, es fac​tible la posibilidad de una clasificación sistemática si se sigue un orden lógico y se atienden los tres apartados de la teoría del delito: los pre​supuestos, los elementos y sus formas de aparición, con lo anterior tal vez sea posible salvar las omisiones y falta de claridad en que se incurre, ya que se clasifica el delito partiendo:

a) De las formas de conducta

b) De los elementos típicos

c) De las formas de culpabilidad.

Soler ofrece diversas clasificaciones: instantáneos, continuados, per​manentes y de efecto permanente; de daño y de peligro; materiales, formales y de pura acción; simples y complejos, calificados y privile​giados; especiales; de acción, de omisión, de comisión por omisión, de acción doble, de acción bilateral y multilateral, unisubsistentes y pluri​subsistentes; dolosos y culposos; pero de su exposición no apreciamos un orden sistemático.

Maggiore clasifica los delitos en: de acción, de omisión y de comisión por omisión; simples y complejos; unisubsistentes y plurisubsistentes, delitos tipo y delitos circunstanciados; dolosos, preterintencionales y culposos; formales o de peligro y materiales o de resultado; delitos ins​tantáneos, permanentes y continuados; de daño o lesión, de peligro, de doble resultado, es decir, cuando concurren peligro y daño, delitos individuales y colectivos; comunes y especiales; de sujeto indiferente y de sujeto calificado; de ejecución personal o de propia mano, sin que apreciemos tampoco bases sistemáticas en su pensamiento.

Por último, Cuello Calón habla de delitos de comisión por omi​sión o falsos delitos de omisión, de acción y de omisión; dolosos, cul​posos y preterintencionales; delitos consumados y frustrados; de lesión y de peligro; instantáneos y permanentes, formales y materiales; sim​ples y complejos, sin precisarnos los puntos de vista tomados en cuenta.

A pesar de los diversos y numerosos esfuerzos realizados por los tratadistas para encontrar un concepto de delito con validez universal, este propósito no ha sido alcanzado, pues cada una de las nociones pro​puestas han sido superadas fundamentalmente por los nuevos criterios propuestos con motivo de la evolución de los pueblos; por eso, después de haber enunciado en el punto correspondiente algunas de las múl​tiples concepciones de delito y desde los diversos puntos de vista considerados por los autores, debe elaborarse uno con los elementos cons​tantes, pues la noción de delito debe obtenerse a partir de sus elementos esenciales, sin olvidar la necesidad de su concurrencia conjunta, es decir, no pueden existir separadamente.

Las diversas definiciones de los tratadistas no coinciden en los ele​mentos cuya concurrencia se estima necesaria para integrarlo; ya en páginas anteriores notamos la discrepancia de los autores en el concep​to del ilícito penal, deduciéndose la oposición entre los estudiosos de derecho sobre el número de elementos integrantes del delito, algunos insertan tres, otros incluyen cuatro y otros hasta siete ingredientes indispensables para estructurar la infracción penal; la mayoría de los tratadistas lo estiman como la conducta típica, antijurídica y culpable, por considerar a éstos como los verdaderos elementos necesarios.

Así, pues, cuatro son los elementos que se afirman como esenciales del delito: conducta, tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad; además, y como dato complementario, insertamos el esquema propuesto por Jiménez de Asúa, en donde hace figurar siguiendo el método aris​totélico de sic et non, tanto los factores positivos como los negativos. Este autor dice: intentaremos complementar la doctrina de Guillermo Sauer, filósofo jurista alemán, diciendo cada ausencia de los requisitos del delito creando un instituto jurídico-penal de importancia superlativa:
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Actividad

La conducta es la célula misma del delito, si no hay acción humana no habrá delito y resultaría absurdo pretender estudiar sus demás elementos esenciales, todo delito es obrar humano voluntario.

La actividad comúnmente conocida como conducta, para la misma se usan distintas denominaciones, Jimé​nez de Asúa la llama “actividad”; es preferible llamarla “con​ducta”, afiliándose a la postura de Porte Petit, por ser comprensiva tanto de la actividad como de la inactividad, pues el término actividad no abarca la omisión; el propio Porte Petit incluye, además, el término “hecho” cuando el tipo describe un resultado material ligado a la con​ducta por un nexo causal.

Resulta importante aclarar cómo el derecho penal al tratar de con​ducta se refiere al comportamiento-humano, pues existe franca dis​tinción entre conducta y comportamiento de los animales y de los hechos producidos por la naturaleza. Por conducta, entendemos el comportamiento humano voluntario, positivo o negativo, la acción en sentido estricto, es una actividad o hacer voluntario, un movimiento del organismo del hombre capaz de ser percibido por los sentidos; la omisión radica en una abstención, en dejar de hacer o en una actividad voluntaria, ambos conceptos con relevancia jurídica. 

La conducta corresponde a un movimiento manifestado externamente alterando el mundo a su alrededor, al hablar de la omisión presenta en algunos tratadistas el no hacer un acto cuando el derecho quiere se realice; a su vez la omisión suele califi​carse en omisión simple y en comisión por omisión, estos últimos lla​mados de omisión impropia, violan por una parte un mandamiento pre​ceptivo, el que ordena cierto comportamiento activo, a su vez generador de una violación a una norma prohibitiva (la madre tiene la obligación legal de garantizar el interés jurídico, la vida,, amamantando a su hijo y si como consecuencia del incumplimiento de este deber le provoca su muerte, se estará en un caso de comisión por omisión) 

Según Eusebio Gómez, delitos de omisión “son aquellos en los cuales las condiciones de donde deriva su resultado reconocen, como base determinante, la falta de observancia por parte del sujeto y de un precepto obligatorio”

El comportamiento humano debe ir siempre y necesariamente acom​pañado del elemento psíquico para integrar el elemento conducta, sien​do precisamente la distinción con otro comportamiento del mismo hom​bre relevante para el derecho penal, también distinción con los comportamientos del animal y de los acontecimientos de la naturaleza. El hombre tiene facultades intelectuales en virtud de las cuales tiene cono​cimiento y realiza sus actos en la búsqueda de sus fines; cuando para alcanzar una meta fijada realiza un comportamiento sin participar el elemento psíquico, la voluntad, no habrá acción criminal, aun cuando se lesione un bien jurídico, la conducta debemos dé entenderla como un comportamiento querido deseado, como una representación impulsora del sujeto para actuar o para abstenerse, por lo tanto, cuando se hable de conducta se estará haciendo referencia a la voluntad, ya lo dice acer​tadamente Franco Guzmán: ‘Los actos van del propio sujeto en un orden psicológico; en síntesis, el elemento psíquico liga a la persona con un acto”.

Tipicidad

Al estudiar la tipicidad, no debe confundírsele con el tipo; existe entre ellos una clara diferencia, el tipo es la descripción de una con​ducta delictiva contenida en la ley, es la concepción legal de un com​portamiento reputado como delictuoso, en cambio, la tipicidad es el Juicio por el cual se infiere la adecuación de la conducta al tipo, éste, afirma Jiménez Huerta, “es el injusto recogido y escrito en la ley pe​nal; la tipicidad’ consiste en un juicio lógico en donde se afirma que la premisa histórica, esto es, la conducta humana, está contenida o subsumida en la premisa legal, es decir, en el ‘tipo que en cada caso entre en función”
; Pavón Vasconcelos estima al tipo como: “La descripción completa hecha por la “ley de una conducta y en ocasiones se suman el resultado, refutada como delictuosa al asociarse en ella una sanción penal”
; en cambio Welzel siempre lacónico en la expre​sión de sus ideas, define al tipo como., lo injusto penal descrito de acuerdo con ‘las características típicas” la tipicidad es ingrediente esencial del delito porque éste es el resultado de una valoración jurí​dica realizada por el juez sin la cual no se configura.

También la teoría pura del derecho entiende a la tipicidad como la adecuación del hecho a la descripción legal, no admite el concepto de antijuricidad, por considerar que con la dicha adecuación se manifiesta claramente la existencia de la antijuricidad.

Porte Petit da a conocer la fórmula donde se resume la ausencia de tipo: Nullum, crimen sine tipo;
 la atipicidad es la no adecuación de la conducta con la hipótesis de la norma, se puede señalar como hipótesis:

a) Si no se emplean los elementos específicamente requeridos,

b) Por falta del número o las calidades requeridas por la ley en los sujetos activo o pasivo, o en ambos,

c) Ausencia de los objetos jurídico o material,

d) Inexistencia de las referencias especiales o temporales.

El Código Penal para el Distrito Federal (CPDF) con respecto a la tipicidad cita en su artículo 2º que “No podrá imponerse pena o medida de seguridad, si no se acredita la existencia de los elementos de la descripción legal del delito de que se trate”.
Antijuricidad

La antijuricidad es estudiada como la violación al derecho y como  elemento del delito, puede decirse: es una contradicción al total orde​namiento positivo; una conducta puede ser típica y a la vez, no contraria al derecho, como el homicidio cuando ocurre una causa de justi​ficación.

La antijuricidad es un elemento del delito y entiéndese por ella a la conducta adecuada a un tipo penal, cuando no existe cau​sa de justificación.

Culpabilidad/imputabilidad

El delito ha sido definido de muy diversas maneras por los autores, unos tomando en consideración primordialmente la violación de un de​ber o un derecho, otros la violación de los sentimientos morales, leyes y gentes en una época y lugar determinados o tan sólo de los senti​mientos de piedad, en fin, considerándolo como un acto lesionador de las formas fundamentales de coexistencia social.

Al hablar de las nociones del delito se explicó la posibilidad de ex​traer de ellas los elementos del ilícito penal para formular una definición con validez universal, llegando a considerar a la conducta, la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad, como tales, así Carranca y Trujillo señala: será imputable todo aquel que posea el tiempo de la acción, las condiciones típicas exigidas, abstracta e indeterminantemente por la ley para poder desarrollar su conducta socialmente; todo el que sea apto e idóneo jurídicamente para observar una conducta que responda a la exigencia de la vida en la sociedad humana.

Existen dos criterios seguidos por la mayoría de los autores al hablar de culpabilidad; unos, los psicologistas. la conciben como un vínculo entre la voluntad y el resultado; así, Porte Petit define la culpabili​dad como “el nexo intelectual y emocional que liga al sujeto con el resultado de su acto”, y Castellanos Tena como: “El nexo intelectual y emocional que liga al sujeto con su acto,” Otros, los normativistas, como un juicio de reproche, Jiménez de Asúa cita: “En el más amplio sentido puede definirse la culpabilidad como el conjunto de presupues​tos que fundamenta la reprochabilidad personal de la conducta antijurídica.” 

La culpabilidad genéricamente, consiste en el desprecio del sujeto por el orden jurídico y por los mandatos y prohibiciones que tienden a constituirlo y conservarlo, desprecio que se manifiesta por franca oposición en el dolo, o indirectamente, por indolencia o desatención nacidas del desinterés o subestimación del mal ajeno frente a los propios deseos en la culpa.

Por su parte, el CPDF en su Artículo 5 establece, en relación con el Principio de culpabilidad: “No podrá aplicarse pena alguna, si la acción o la omisión no han sido realizadas culpablemente. La medida de la pena estará en relación directa con el grado de culpabilidad del sujeto respecto del hecho cometido, así como de la gravedad de éste”.

Punibilidad

La punibilidad incide en que en la comisión de un hecho delictivo se tendrá como consecuencia jurídica la pena, como norma general.

 En la pena hay que tener en cuenta dos aspectos:

· La necesidad de la pena.

· El merecimiento.

 El legislador ha considerado, con base en consideraciones de política criminal, que aunque la pena sea merecida puede no ser necesaria con base en:

 Excusas absolutorias (inviolabilidad, delitos patrimoniales).

 Consideraciones objetivas de punibilidad.

 Una vez que el delito se ha manifestado en su forma típica y en sus formas antijurídica y culpable, corresponde imponer una pena como lógica consecuencia jurídica. La categoría de la punibilidad se va a fundamentar en la diferencia entre merecimiento de la pena y necesidad de imponerla. Al afirmar que un comportamiento reúne todos los elementos del delito, se afirmará que el mismo es merecedor de la pena, sin embargo la Política Criminal permite al legislador diferenciar situaciones en las que además de ser merecedoras de pena se determine también que la pena ha de ser necesaria. De esta forma el legislador crea unas causas de restricción de la pena, que son de dos tipos:

Condiciones objetivas

Las Condiciones objetivas de punibilidad son aquellas que benefician a todos los partícipes en el hecho delictivo.

Las excusas absolutorias son los requisitos o circunstancias directamente relacionadas con la persona del autor. Tienen carácter personal, lo que significa que sólo en quienes concurra se dará la exclusión de la pena.

 Son excusas absolutorias:

- Inviolabilidades del Jefe del Estado o Parlamentarios.

 - La establecida para los delitos patrimoniales cometidos entre ciertos parientes.

 - La que consiste en la revelación de la comisión de un delito de rebelión o sedición 

 - La prevista para los delitos tributarios de defraudación o contra la Seguridad Social.

Sin embargo, en los diversos textos consultados, invariablemente se llega a la conclusión de que delito es lo que la ley penal establece como tal. En este caso el Código Penal para el Distrito Federal, actualmente Ciudad de México, y el Código Penal Federal.

Los delitos descritos en el CPDF son: 

1. Contra la vida y la integridad corporal; (homicidio; lesiones; ayuda o inducción al suicidio, aborto, procreación asistida, inseminación artificial y manipulación genética;  delitos de peligro para la vida o la salud de las personas (omisión de auxilio o de cuidado, peligro de contagio),  

2. Delitos contra la libertad personal (privación de la libertad personal, privación de la libertad con fines sexuales, secuestro, desaparición forzada de personas, tráfico de menores, retención y sustracción de menores o incapaces), 

3. delitos contra la libertad y la seguridad sexuales y el normal desarrollo psicosexual (violación, abuso sexual, hostigamiento sexual, estupro, incesto), delitos contra la moral pública (corrupción de menores e incapaces, pornografía infantil, lenocinio, explotación laboral de menores o personas con discapacidad física o mental), 

4. Delitos que atentan contra el cumplimiento de la obligación alimentaria, 

5. Delitos cometidos en contra de un miembro de la familia (violencia familiar), 

6. Delitos contra la filiación y la institución del matrimonio, (estado civil, bigamia), 

7. Delitos contra la dignidad de las personas (discriminación) 

8. Delitos contra las normas de inhumación y exhumación y contra el respeto a los cadáveres o restos humanos, 

9. Delitos contra la paz, la seguridad de las personas y la inviolabilidad del domicilio (amenazas, allanamiento de morada, despacho, oficina o establecimiento mercantil), 

10. Delitos contra la intimidad personal y la inviolabilidad del secreto (violación de la intimidad personal, revelación de secretos), 

11. Delitos contra el honor (difamación, calumnia), 

12. Delitos contra el patrimonio (robo, abuso de confianza, fraude, administración fraudulenta, insolvencia fraudulenta en perjuicio de acreedores, extorsión, despojo, daño a la propiedad, encubrimiento por receptación) 

13. Operaciones con recursos de procedencia ilícita, 

14. Delitos contra la seguridad colectiva,( portación, fabricación e importación de objetos aptos para agredir, pandilla, asociación delictuosa y delincuencia organizada), 

15. Delitos contra el servicio público cometidos por servidores públicos, (ejercicio ilegal y abandono del servicio público, abuso de autoridad y uso ilegal de la fuerza pública, coalición de servidores públicos, uso ilegal de atribuciones y facultades, intimidación, negación del servicio público, tráfico de influencia, cohecho, peculado, concusión, enriquecimiento ilícito, usurpación de funciones públicas), 

16. Delitos contra el servicio público cometidos por particulares, (promoción de conductas ilícitas, cohecho y distracción de recursos públicos, desobediencia y resistencia de particulares, oposición a que se ejecute alguna obra o trabajo públicos, quebrantamiento de sellos, ultrajes a la autoridad, ejercicio ilegal del propio derecho), 

17. Delitos en contra del adecuado desarrollo de la justicia cometidos por servidores públicos (denegación o retardo de justicia y prevaricación, delitos en el ámbito de la procuración de justicia, tortura, delitos cometidos en el ámbito de la administración de justicia, omisión de informes médico forenses, delitos cometidos en el ámbito de la ejecución penal, evasión de presos), 

18. Delitos cometido por particulares ante el ministerio público, autoridad judicial o administrativa, (fraude procesal, falsedad ante autoridades, variación del nombre o domicilio, simulación de pruebas, delitos de abogados, patronos y litigantes, encubrimiento por favorecimiento), 

19. Delitos cometidos en el ejercicio de la profesión (responsabilidad profesional y técnica, usurpación de profesión,  abandono, negación y práctica indebida del servicio médico, responsabilidad de directores, encargados, administradores o empleados de centros de salud y agencias funerarias, por requerimiento arbitrario de la contraprestación, suministro de medicinas nocivas o inapropiadas, responsabilidad de los directores responsables de obra o corresponsables), 

20. Delitos contra la seguridad y el normal funcionamiento de las vías de comunicación y de los medios de transporte (ataques a las vías de comunicación y a los medios de transporte, delitos contra la seguridad del tránsito de vehículos, violación de correspondencia, violación de la comunicación privada), 

21. Delitos contra la fe pública (producción, impresión, enajenación, distribución, alteración o falsificación de títulos al portador, documentos de crédito públicos o vales de canje, falsificación de sellos, marcas, llaves, cuños, troqueles, contraseñas y otros, elaboración o alteración y uso indebido de placas, engomados y documentos de identificación de vehículos automotores, falsificación o alteración y uso indebido de documentos), 

22. Delitos contra el ambiente y la gestión ambiental (delitos contra el ambiente, delitos contra la gestión ambiental), 

23. Delitos contra la democracia electoral,(Delitos electorales) 

24. Delitos contra la seguridad de las instituciones del distrito federal (rebelión, ataques a la paz pública, sabotaje, motín, sedición)

A los anteriores, es necesario añadir los del fuero federal contemplados en el Código Penal Federal, contenidos en los títulos primero al vigésimo sexto del Libro Segundo: 

Delitos Contra la Seguridad de la Nación, 

Delitos contra el derecho internacional, 

Delitos Contra la Humanidad, 

Delitos Contra la Seguridad Pública, 

Delitos en Materia de Vías de Comunicación y Correspondencia, 

Delitos Contra la Autoridad, 

Delitos Contra la Salud, 

Delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, 

Delitos con respecto a la revelación de secretos y acceso ilícito a sistemas y equipos de informática, 

Delitos Cometidos por Servidores Públicos, Delitos cometidos contra la administración de justicia, 

Delitos relacionados con la responsabilidad Profesional, Delitos de Falsedad, 

Delitos Contra la Economía Pública, 

Delitos contra la Libertad y el Normal Desarrollo Psicosexual, 

Delitos Contra el Estado Civil y Bigamia, 

Delitos en Materia de Inhumaciones y Exhumaciones, 

Delitos Contra la Paz y Seguridad de las Personas, 

Delitos Contra la Vida y la Integridad Corporal, 

Delitos Contra el Honor (derogados), 

Delitos sobre la privación Ilegal de la Libertad y de otras Garantías, 

Delitos en Contra de las Personas en su Patrimonio, 

Delitos relacionados con Encubrimiento y Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, 

Delitos Electorales y en Materia de Registro Nacional de Ciudadanos, 

Delitos Contra el Ambiente y la Gestión Ambiental, 

Delitos en Materia de Derechos de Autor.

1.2 LA SEGURIDAD
La seguridad es la garantía que da el Estado a través de sus instituciones y servicios destinados a asegurar a la población la cobertura de sus necesidades básicas, de su vida, de sus propiedades y de sus bienes. 

El concepto segundad proviene del latín securitas, que a su vez se deriva del adjetivo securus, el cual está compuesto por "se" que quiere decir sin y “cura”, que se refiere a cuidado o procuración, lo anterior significa entonces “sin temor", despreocupado” o “sin temor a preocuparse".  Si bien la seguridad es una construcción permanente de la vida cotidiana, su término ha generado algunas polémicas debido a los múltiples conceptos prevalecientes e interrelacionados (seguridad nacional, pública, integral, humana, ciudadana, jurídica).

La connotación habitual del término seguridad es la de estar libre de peligro, o más ampliamente, libre de ansiedad, preocupación o temor, ahora bien, su significado en la investigación socio-política dependerá del adjetivo que lo modifique.  Como citan Richard C. Rockwell y Richard H. Moss: "... Así, hablar de seguridad personal implica estar libre del temor a ser atacado; seguridad alimentaria, estar a salvo del temor a la malnutrición;  y de seguridad económica al no tener preocupación por el bienestar económico individual o colecti​vo."

En general, se aborda el tema de la seguridad de un Estado desde dos vertientes: la seguridad nacional y la seguridad pública.

La seguridad nacional se enfoca más a las amenazas externas. La estructura del sistema internacional obliga a los estados a velar por sus intereses y a protegerse de la posibilidad de que las acciones de otros estados, independientemente de su buena o mala intención, los puedan perjudicar.  De esta manera, el análisis tradicional de la seguridad nacional se concentra en los preparativos militares o en acciones relacionadas con otros estados, aun cuando no presenten una amenaza directa de agresión.

Antonio Cavalla Rojas, al analizar lo concerniente a un sistema de seguridad nacional, considera que es "...la organización de una nación para posibilitar su desarrollo con pleno ejercicio de su soberanía e independencia."

Por lo mismo, como señala Sergio Aguayo Quezada los sistemas de seguridad nacional tienen como uno de sus objetivos "...actuar con firmeza y anticipación, a fin de evitar todo acto externo o interno que pueda convertirse en una amenaza a la seguridad nacional"
, sin embargo, como aclara, esta definición involucra no sólo una definición amplia de una nación segura, sino que define la posición de un país expansionista, es decir, amplía a todo el globo terráqueo la seguridad nacional de los Estados.

De esta manera, por ejemplo, Estados Unidos justifica su intervención, en otros países y regiones, porque su seguridad estaba peleándose allá, no estaba en juego solamente en su territo​rio.  En otro orden de ideas, la definición que se comenta, implica, en ese "actuar con firmeza y anticipación", dos aspectos de suma importancia: la información sobre lo que está pasando y su análisis para prevenir el riesgo; y por otro lado el actuar con base en esa información procesada, surgiendo entonces los dos campos básicos en los que se mueven los sistemas de seguridad nacional: la información, que absurda e irreflexivamente se acostumbre designar como inteligencia aunque sus miembros nada tengan que ver con el raciocinio y la operación.

Los servicios de inteligencia están íntimamente relacio​nados con el aparato de seguridad y ambos se justifican por la posibilidad de que aparezcan amenazas internas o externas; para enfrentarlas, los gobiernos que tienen el monopolio legítimo de la violencia, crean instituciones especializadas en defender la seguridad de la nación. Algunas de estas instituciones, como el ejército y la marina, se especializan en el uso de la fuerza, mientras que otras lo hacen con la llamada inteligencia.

Los servicios de inteligencia tienen la misión de reunir información, enormes cantidades de información, la que, después de ser procesada, permite anticipar o explicar la magnitud, características y origen de las amenazas a la nación.  Los documentos que se preparan con esa información (la inteligencia) son uno de los sustentos con que los gobernantes toman decisiones entre las que puede estar la utilización de la violencia.

El objeto, la materia de trabajo y los procedimientos de los servicios de inteligencia plantean un dilema muy serio a la sociedad: son necesarios para defender la seguridad pero el poder que adquieren los puede transformar en una de las amenazas más peligrosas a la seguridad. El secreto que exigen para ser eficaces les da un amplio margen de discre​cionali​dad que pueden utilizar aprovechándose de la informa​ción privile​giada que manejan. La información es poder y su manejo sin controles puede lastimar a la sociedad o a alguno de sus miembros; el riesgo aumenta si los servicios de inteligencia tienen operatividad (es decir, si tienen grupos especializa​dos en el uso de la violencia para combatir las amenazas).

En los países totalitarios o autoritarios aumenta el riesgo porque el aparato gubernamental goza de bastante impunidad, en parte porque una de las funciones más impor​tantes del aparato de seguridad es controlar a la población. Su obediencia y su lealtad están con los gobernantes de donde les viene poder y privilegios con frecuencia excesivos. Esto lleva a que los criterios con que se define a un enemigo de la nación sean intencionalmente vagos, y es frecuente que los métodos que utilicen se salgan de la legalidad o de la legitimidad. Podrán servir con eficacia al gobernante pero se degradan los servicios de inteligencia que terminan siendo policías políticas dedicadas a violar los derechos de los ciudadanos para defender los intereses de un pequeño grupo.

En las democracias políticas modernas los servicios de inteligencia y seguridad se organizan, funcionan y estable​cen su agenda de acuerdo con marcos legales y administrativos claramente establecidos y delimitados. Llegan a un equilibrio entre la eficacia y el control de los abusos de autoridad lo que los legitima ante la sociedad. Después de revisar los casos de varios países (entre otros, Canadá, Estados Unidos, Alemania, España, Italia, Inglaterra e Israel) se presentan seis requisitos que idealmente deben cumplir los servicios de inteligencia:

1)   El más importante es el establecimiento de mecanismos sociales de supervisión y control. El encargado de implementarlo es el poder legislativo por ser el representante de la sociedad. La experiencia muestra que la su-previsión debe concentrarse en dos momentos neurálgi​cos: cuando se autorizan los presupuestos de estos organismos y exigiéndoles que sometan a la aprobación del legisla​tivo aquellas acciones que afecten los derechos de un ciudadano o la soberanía de otro país (espionaje telefónico y de comunicaciones digitales o acciones encubiertas de desestabilización).

2)   Las funciones de inteligencia y operatividad deben estar separadas. La institución que produce la inteligencia no debe ser la responsable de enfrentar operativamente las amenazas.

3)   Los  servicios deben dividirse entre los que trabajan en  asuntos internos y externos.  El propósito es limitar la concentración de poder y alentar la especialización.

4)   Establecimiento de mecanismos e instancias coordinado​ras que limiten la dispersión (y la ineficiencia) de las instituciones de inteligencia y seguridad.

5) Es necesario que sean funcionarios de carrera. La especialización y el profesionalismo mejoran la calidad de la inteligencia y fortalecen el principio de que están al servicio del Estado y la nación, no del gobierno o del mandatario en turno (es obvio que para que estas ideas tengan sentido debe existir la posibilidad de alternancia en el poder.

6)   Finalmente, como es muy posible que los servicios de inteligencia abusen de su autoridad y violen derechos ciudadanos, los afectados deben tener instrumentos legales, y deben existir las instituciones que les permita defenderse.

Es evidente que estos requisitos no resuelven todos los problemas, pero son los que mejor garantizan la difícil combinación de servicios de inteligencia eficaces y al servicio de la nación. Por esa razón se presentan como un ideal al que deberían aspirar los servicios de inteligencia de cualquier país.

En Estados Unidos los asuntos externos los conduce la Agencia Central de Inteligencia (CIA) y los internos la Oficina Federal de Investigaciones (FBI)

Se puede definir la seguridad pública como el conjunto de acciones promovidas y organizadas por la autoridad política para guardar el orden, la credibilidad y confianza en los actos de la vida pública y particular, garantizando la protección a la integridad física de las personas y al conjunto de bienes morales, materiales particulares y colectivos así como el resguardo de los principios éticos, jurídicos, culturales, políticos y sociales de la comunidad.

Por orden público se entiende el estado de coexistencia pacífica entre los miembros de una comunidad, esta idea también está asociada con la idea de paz pública que es el objetivo específico de las medidas del gobierno y la policía.

En otras palabras, la seguridad pública es el estado de cosas en que los ciudadanos pueden ejercer sus derechos sin que se vean menoscabados, limitados o violados y en caso de que esto ocurra los órganos de cumplir con la ley puedan investigar, identificar o sancionar a quienes hayan infringido la ley.

De tal manera que ante esta situación se demanda la necesidad de contemplar a la segundad pública como un derecho humano propio de las democracias, mismo que se puede enmarcar dentro de los derechos humanos de la segunda generación.

Sí bien estos derechos tienen como finalidad superar las diferencias entre los diversos sectores sociales, también es cierto que dichos lineamientos son los requerimientos

Previo al uso del concepto de seguridad pública, se utilizaba el de orden público, cuyas técnicas de intervención en la esfera de la libertad de los particulares se efectuaban para tutelar una seguridad concebida en un sentido muy amplio y vinculado a la seguridad del Estado. Este concepto de orden público se ha ido desechando por su connotación policial, debido a que las tareas de mantenimiento del orden quedan siempre a cargo de los cuerpos policiales, cuya actuación responde tradicionalmente a la mera constatación de la adecuación de conductas a normas. Dicho concepto está ya superado por el de seguridad pública.

En un Estado democrático y progresista, la seguridad es un factor coadyuvante del bienestar social y de la calidad de vida. El desenvolvimiento de una nueva cultura y concepción de la seguridad no debe estar circunscrita únicamente a la prevención o persecución del delito, sino orientada a promover la salvaguarda y garantía de todos los derechos humanos.

La seguridad actualmente experimenta un nuevo desarrollo. Es un “estado social”, un sentimiento colectivo, frágil y difuso, pero con fuertes y profundas raíces en el quehacer diario, en la forma en la que se desarrolla la convivencia humana en un determinado hábitat social. Tiene todas las características de un derecho humano: es universal, posee un contenido y es exigible frente al Estado, responsable de las medidas de protección en este ámbito.

Así pues, con la consolidación del Estado democrático, la seguridad y el orden públicos se complementan con la salvaguarda de los derechos humanos, como principal función y razón de ser de la actividad policial, de tal manera que la tutela del orden público no quiebre nunca el necesario respeto a los derechos proclamados por la Constitución. La noción de seguridad pública juega en este aspecto un papel importante, en tanto que los componentes de la misma brindan resguardo jurídico a la tranquilidad ciudadana y al pacífico disfrute de los derechos. Aún más amplia es la noción de seguridad pública que en un Estado social y democrático de derecho no puede circunscribirse al puro orden o tranquilidad de la calle, sino que debe abarcar todas aquellas medidas que tienden a asegurar el normal funcionamiento de las instituciones.

La noción de seguridad pública refleja aquella parte de la actuación administrativa que consiste en un aseguramiento preventivo o en una realización urgente y sin demora del ejercicio del derecho; y esta función le corresponde al Estado de modo exclusivo e irrenunciable.

La función de la seguridad pública supone un verdadero resguardo de los derechos como premisa indispensable de su pleno ejercicio y no se predica como el resultado de acciones específicas, sino como componente final de un proceso colectivo que se conforma con una multiplicidad de acciones. Es el sentimiento de protección jurisdiccional, de garantía jurídica, de proximidad policial, de confiabilidad en las instituciones y en sus responsables, entre otros aspectos, lo que da lugar a la seguridad pública.

Miguel Ángel Mancera destaca que “la seguridad pública es una función del Estado en todos sus ámbitos de gobierno, es decir, tanto en el federal, como el estatal y el municipal, que tiene como objetivo el prevenir, investigar y dar seguimiento a las infracciones o delitos, e imponer las consecuencias jurídicas que resulten, todo ello a fin de que los habitantes de los espacios territoriales convivan con la certeza de que sus derechos, libertades y bienes se encuentran seguros”
.

En todo caso: “la seguridad pública no puede entenderse sólo como un espacio de represión y actuación frente el hecho consumado, frente a la situación de flagrancia, por el contrario, ésta exige su programación, dirección y posicionamiento gradual de una forma inteligente”
.

Como función del Estado, la seguridad pública es el mecanismo idóneo para la realización de ese valor supremo del derecho que es la seguridad en su concepción genérica. Así, el Estado, mediante la coordinación de actividades, como prevención, investigación, sanción de delitos y reinserción del delincuente, salvaguarda la integridad y derechos de las personas, preserva las libertades y mantiene el orden y la paz públicos. 

En efecto, en un principio era dable identificar la seguridad pública y el orden público, éste entendido como un estado de legalidad normal en el que la autoridad ejerce sus atribuciones y los gobernados obedecen sin protesta. Sin embargo, esta concepción ha resultado insuficiente, por lo que actualmente el concepto de seguridad pública, además de garantizar el orden público, debe garantizar el ejercicio de los derechos y las libertades de la colectividad.

1.3 PREVENCIÓN E INVESTIGACIÓN DEL DELITO

Para consolidar la seguridad pública surgen dos actividades prioritarias, la prevención y la investigación del delito.

El término prevenir de acuerdo con la Real Academia de la Lengua Española tiene las siguientes acepciones útiles para el tema de este reporte: “Preparar, aparejar y disponer con anticipación lo necesario para un fin. Prever, ver, conocer de antemano o con anticipación un daño o perjuicio. Precaver, evitar, estorbar o impedir algo. Anticiparse a un inconveniente, dificultad u objeción. Disponer con anticipación, prepararse de antemano para algo”
. 

En este orden de ideas, la prevención del delito es  la preparación y disposición que se hace anticipadamente para evitar o ejecutar el delito.

CONCEPTOS DE PREVENCIÓN DEL DELITO

	AUTOR
	CONCEPTO

	Naciones Unidas sobre prevención del delito y justicia penal. (2011)
	Engloba las estrategias y medidas encaminadas a reducir el riesgo de que se produzcan delitos y sus posibles efectos perjudiciales para las personas y la sociedad.


	Martínez Bastida, (2007)
	Se basa en intervenciones no penales sobre delincuentes potenciales orientadas a atenuar su propensión criminal, sustentándose en las teorías clásicas de la etiología del delito, según las cuales la acción criminal se explica por la existencia de diversos factores (familia, escuela, amigos, pareja, empleo, drogas, alcohol, etc.).
 

	González Placencia. (2008)
	Cualquier medida que a través de la intervención en situaciones contingentes, por medio de programas sociales o de organización comunitaria tienen como finalidad auxiliar a la víctima de un delito o evitar ser victimizados.
 

	Ceccaldi. (1971)
	Política de conjunto que tiende a suprimir o al menos a reducir los factores de delincuencia o inadaptación social.


	Peñaloza. (2009 )
	Es la intervención ex-ante, antes que el delito se produzca, evitar que suceda.


	Chapa Koloffon. (2014)
	Las políticas que atienden factores de riesgo presentes en el individuo, en la familia, en los espacios públicos, en la comunidad, para evitar que se traduzcan en actos criminales. En pocas palabras, implica actuar antes de que se infrinja la ley y se lastime a una persona o grupo de ellas.


	Manzanera (2003)
	Prever, conocer de antemano un daño o perjuicio, así como preparar, aparejar y disponer con anticipación las cosas necesarias para un fin.

	Rotman E. (1998)
	Conjunto de estrategias para dificultar el alcance de los objetivos delictivos.



Prevenir la delincuencia consiste en tomar medidas sobre sus causas, ya sea reduciendo las oportunidades para que los delincuentes ocasionales cometan delitos o afrontando las situaciones económicas y sociales que generan la criminalidad, existen varias corrientes doctrinarias sobre la prevención del delito, entre las que se encuentran dos principales vertientes: la primera que habla de la prevención penal, esta corriente señala, que la prevención es una función propia de las leyes penales sustantivas y que siempre está vinculada al derecho punitivo, sólo es posible, afirma, la prevención con la existencia del derecho penal.

Los criminólogos y especialistas la dividen en prevención general y especial y además, en prevención primaria, secundaria y terciaria. La general, es la que se da antes de que se produzcan las conductas delictivas, considerándola también como prevención primaria. Ésta consiste en la expedición de normas generales que contemplan los tipos penales, es decir, es abstracta y no se refiere a casos concretos.

La prevención especial, por el contrario, es la que se aplica cuando ya se produjo la conducta antisocial, también es conocida como prevención secundaria y terciaria, está dirigida a la persona que cometió el delito.

La prevención penal es una función que le compete exclusivamente al gobierno, a través de los poderes Legislativo, Judicial y Ejecutivo, mediante la creación de normas generales y abstractas se da la prevención primaria.

Con la aplicación de penas mediante las sentencias penales condenatorias, se da la prevención secundaria y, por último, con la ejecución de las penas individualizadas y concretas, se da la prevención terciaria. Todos los tratadistas coinciden en que la prevención penal debe ser el último recurso aplicable y además debe de estar limitada por los principios rectores de legitimación y legalidad. La segunda fase importante de la prevención, es la prevención social o no penal; este tipo de prevención se ubica en el mundo de la instrumentación de las políticas de desarrollo integral que debe aplicar el Estado a favor de los individuos y de la sociedad para evitar obviamente todas las conductas delictivas.
 

Es posible que esta prevención, no penal, funcione con o sin el derecho penal, la política de esta teoría, es la de no intimidar o atemorizar al individuo, con la aplicación de las normas penales, sino por el contrario el de anular las condiciones sociales que propician a los individuos a la comisión de conductas antisociales.

Peter Lejins habla de tres modos de prevención:

a) Prevención punitiva que se fundamenta en la intimidación, en el desistimiento por medio de la amenaza penal.

b) Prevención mecánica. Trata de crear obstáculos que le cierren el camino al delincuente.

c) Prevención colectiva. Trata de detectar y eliminar si es posible, los factores criminógenos en la vida; se trata en una forma no penal la predelincuencia.

Canivell considera que existen tres formas de prevención del delito:

1. Prevención primaria. Toda actividad de carácter general que tiene un fin de saneamiento social que se espera evite o reduzca la incidencia de fenómenos delictivos y de los que producen riesgos a la comunidad.

2. Prevención secundaria. Es la que se ejerce sobre las personas de las que se pueda afirmar la posibilidad o la probabilidad de cometer delitos o adoptar un género de vida que las pueda hacer especialmente peligrosas.

3. Prevención terciaria. Es la que se propone evitar que personas que ya han delinquido o incurrido en actividades especialmente peligrosas, persistan en su conducta socialmente nociva.

Por su parte Farrington y Welsh, consideran que  hay muchas maneras posibles de clasificar los programas de prevención del delito.
 Un esquema influyente distingue cuatro estrategias principales:
 

Prevención del desarrollo: se refiere a intervenciones diseñadas para prevenir el desarrollo del potencial criminal de personas, especialmente los dirigidos a factores de riesgo y protección en los estudios de desarrollo humano.
 

Prevención comunitaria se refiere a intervenciones diseñadas para cambiar las condiciones sociales y las instituciones (por ejemplo, familias, compañeros, las normas sociales, clubes, organizaciones) que influyen en la delincuencia en comunidades residenciales.
 

Prevención situacional se refiere a intervenciones diseñadas para prevenir la ocurrencia de delitos reduciendo oportunidades y el incrementando del riesgo y la posibilidad de delinquir.
 

Prevención de la justicia penal se refiere a las estrategias tradicionales de disuasión, incapacitación y rehabilitación operadas por aplicación de la ley y las agencias del sistema de Justicia Penal.
 
La Organización de las Naciones Unidas, señala que la función de la prevención del delito, la función principal de la prevención de delito, le corresponde a la esfera de la justicia social, que debe ser un aspecto de la política social general y debe integrarse en la planificación general del desarrollo de un país, esta es una opinión internacional.
 

La prevención no penal va dirigida a conocer tres elementos esenciales de la sociedad y de las conductas antisociales que son los siguientes: en primer lugar, la antisocialidad consiste en conocer plenamente las acciones u omisiones antisociales y el sector de la sociedad de donde provienen los individuos que las cometen.

Como segundo elemento, deberá de conocerse los factores que la propician, conocer las causas de donde provienen las conductas delictivas, siendo las más comunes, primero las bióticas, o sea, las aberraciones cromosomáticas o de las glándulas endocrinas, segundo las síquicas, las enfermedades mentales conocidas normalmente como neurosis; las sociales o sea, los desequilibrios socioeconómicos, producidos por las crisis de estructura y las ambientales como son el clima, las estaciones, el día, la noche, etcétera, estos factores pueden variar según cada sociedad, cada sector y cada individuo.

Como tercer elemento, se debe conocer y definir perfectamente bien las medidas para combatir las conductas delictivas. Aquí es necesario realizar un programa que combata los factores que propician las conductas antisociales, con la finalidad de inhibirlas, mediante la aplicación de medidas idóneas para eliminarlas o neutralizarlas, lo cual se logra directamente de tres formas: uno, mayores fuentes de trabajo; dos, prestación de suficientes servicios públicos, y tres, participación organizada y efectiva de la sociedad civil. En el tercer nivel, se trata de reforzar los procesos rehabilitatorios del individuo, que desafortunadamente ya cometió una conducta antisocial y que, a pesar de los dos anteriores niveles, no se logró inhibir la conducta delictiva.

La amplia experiencia adquirida y estudios académicos han precisado al menos tres tipos de prevención del delito que han resultado eficaces para reducir los índices de delincuencia de manera independiente, o utilizados en combinaciones. Estos son: la prevención social, la prevención comunitaria y la prevención situacional del delito.

Las estrategias de prevención social del delito tienen la finalidad de acrecentar el bienestar del grupo objetivo. Al aumentar el acceso a bienes sociales como la salud, un entorno seguro y sano, el empleo y la educación, los objetivos de prevención social del delito reducen los factores que impelen a los ciudadanos marginados a recurrir al delito como oportunidad de carrera viable.

La prevención comunitaria del delito se orienta a cambiar las condiciones de vida de los vecindarios que sufren privaciones y bajos niveles de cohesión social, en que son altos los riesgos de que se involucren en el delito o sean sus víctimas.

La prevención situacional del delito tiende a reducir las oportunidades e incentivos para los transgresores, maximizando los riesgos de que sean atrapados y minimizando los beneficios del delito mediante técnicas como el diseño ambiental satisfactorio de los espacios públicos y la vivienda y la prestación de asistencia a las víctimas.

Respecto a la investigación de los delitos, conviene destacar que en esencia, la investigación de delitos es el proceso por el cual se descubre al autor de un delito, cometido o planeado, mediante la reunión de hechos (o pruebas), si bien también puede suponer la determinación, ante todo, de si se ha cometido o no un delito. La investigación puede ser reactiva, es decir, aplicada a delitos que ya se han perpetrado, o proactiva, es decir, encaminada a evitar cierta actividad delictiva planeada para el futuro. Hay dos enfoques básicos de la gestión de la investigación de delitos. En algunos sistemas, caracterizados por jurisdicciones con tradición de derecho romano, el encargado de la investigación es un fiscal o un funcionario judicial, por ejemplo, un juez de instrucción. En estos casos, los investigadores trabajan bajo la dirección del fiscal o del juez de instrucción y, en realidad, puede incluso existir un organismo especial encargado del cumplimiento de la ley denominado “policía judicial”. En el segundo enfoque, que suele encontrarse en jurisdicciones de tradición de common law, las investigaciones las lleva a cabo la policía de manera más o menos independiente de los fiscales hasta que el caso, y el sospechoso acusado, pasan a manos de la fiscalía ante los tribunales. 

Sin embargo, dentro de estos dos sistemas básicos hay muchas variaciones. Por ejemplo, en muchas jurisdicciones de common law, los fiscales colaboran estrechamente con los investigadores policiales, por lo menos con respecto a ciertos tipos de delitos. Pero independientemente del sistema, los principios fundamentales siguen siendo los mismos: establecer quién cometió el acto ilícito y reunir suficientes pruebas para asegurar su condena. En muchos modelos de derecho romano, suele haber dos fases en el proceso de investigación: la fase previa a la investigación o de reunión de inteligencia y la investigación propiamente dicha. Por lo común, la policía es enteramente responsable de la etapa previa a la investigación (en que se procura determinar si realmente se ha cometido un delito y reunir la información básica) tras lo cual el caso pasa a manos del fiscal. 

En otros países, incluidos los que siguen el modelo del common law, el proceso no se divide en etapas; el término “investigación” se aplica a todo el proceso a partir del momento en que se recibe la primera información sobre la comisión de un delito. La definición de qué constituye una falta o un delito puede variar. En muchos países se establece una categoría aparte para las faltas tales como el exceso de velocidad o el uso de un transporte público sin boleto, con el nombre de infracciones o faltas, que se incluyen en un código aparte o en una sección aparte del código dedicada a estos delitos leves. En otros países se considera que estos actos son de carácter “administrativo” y no se incluyen en el código penal. Por consiguiente, estos actos ilícitos no están sujetos a investigación penal ni son de la competencia de un fiscal, sino que se ventilan en tribunales administrativos de menor categoría. Sin embargo, en términos gen erales, la definición de qué es lo que constituye un delito grave será básicamente la misma y reconocible en cualquier país, aun cuando los detalles concretos puedan variar. 

Por ejemplo, la expresión “robo con escalamiento” o “robo con allanamiento de morada” puede referirse, en un país, solo al hecho de entrar en una casa con intención de robar. En otros, la expresión puede incluir la intención de causar daños o de cometer una violación, pero el acto ilícito de entrar en una casa con la intención de cometer un delito es común a todas las jurisdicciones. 

Otra cuestión que ha de tenerse en cuenta es que en el caso de ciertos delitos puede existir un tiempo límite o plazo dentro del cual se puede acusar a una persona de haber cometido ese delito; es lo que se entiende por “prescripción”. En algunos países, incluso algunos delitos graves no pueden llevarse ante la justicia una vez que han prescrito por ley. Sin embargo, en otros países, especialmente los delitos graves, nunca prescriben; de este modo, es posible acusar a una persona de la comisión de un delito años después, cuando salen a la luz nuevas pruebas. 

Cualquiera sea el sistema de investigación de delitos que se haya desarrollado o adoptado, existe un principio universal que debe preservarse en cualquier sistema de justicia penal: la premisa de que los sospechosos son inocentes hasta que se pruebe su culpabilidad. Los investigadores deben cerciorarse de que sus sospechas se basen en una evaluación objetiva de los hechos y de que no hayan manipulado los hechos para ajustarlos a sus sospechas. Para investigar un delito de manera eficaz, el investigador necesita facultades amplias. Entre otras, las de: 

· Detener a un sospechoso; 

· Incautar bienes como elementos de prueba; 

· Hacer registros de locales y personas en busca de pruebas; 

· Interrogar a sospechosos (y, al hacerlo, cuestionar su honradez y carácter, que en algunos países podría, por lo demás, considerarse un acto de difamación, lo cual constituye un acto ilícito); 

· Exigir la entrega de muestras; por ejemplo, huellas dactilares y ADN, y sacar fotografías; 

· Practicar procedimientos de identificación; 

· Entrevistar a testigos, incluidas las víctimas; 

· Hacer preguntas a miembros del público; 

· Obtener y mantener información personal y confidencial; 

· Usar métodos de vigilancia técnica y personal y de otros medios intrusivos para observar a ciertas personas; 

· Hacer trabajo encubierto (es decir, hacerse pasar por otra persona) o recurrir a informantes; 

· Proteger y reubicar a testigos; 

· Emprender actividades que en otras circunstancias serían ilícitas, como la posesión de sustancias prohibidas, el porte de armas, la entrada en locales mediante el uso de la fuerza o el seguimiento de tráfico ilícito en Internet. 

Cada vez es más frecuente que un investigador necesite también recurrir a la asistencia internacional a fin de seguir la pista de actividades de delincuentes a través de fronteras internacionales. Normalmente existen organizaciones internacionales y acuerdos bilaterales que pueden ofrecer apoyo, pero es preciso que estos mecanismos sean accesibles y viables para cualquier investigador que trabaja a nivel local.

Se concluye en este primer capítulo que la prevención y vigilancia constituyen  la parte más importante del sistema de seguridad porque implica atacar las causas que generan la comisión de delitos y conductas antisociales, así como formular políticas, y realizar programas y acciones para fomentar en la sociedad valores culturales y cívicos. En una antigua visión de la función de seguridad pública el Estado centraba sus acciones en los aspectos de vigilancia y protección contra la delincuencia, actividades que aun cuando son imprescindibles están enfocadas únicamente a los efectos y no a las causas de la criminalidad a las cuales debe darse mayor interés; entre estas causas destacan: educación, cultura, valores, vivienda, distribución de la riqueza, empleo y entorno social y familiar.

La delincuencia es resultado de un problema mayor que padece todo el orden social, problema que debe atenderse de manera integral. No es posible tratar el tema de seguridad pública si atiende en exclusiva el índice delictivo, porque el número de delitos cometidos a diario en una ciudad indican las condiciones existentes en diversos campos.

Es ahí donde se necesita un análisis de fondo y solucionar los problemas para evitar la comisión del delito. Por lo tanto, existe una titánica tarea por realizar en los ámbitos social y económico. Seguramente en una sociedad en que sus miembros encuentren satisfechas sus necesidades fundamentales habrá menor tendencia a la comisión de delitos. El planteamiento de que a la delincuencia sólo se le puede combatir si se reprime y sanciona a los delincuentes es atacar el problema por sus consecuencias más obvias, pero no es la solución.

Esta función de prevención y vigilancia, en principio, la realizan los cuerpos policiacos, implica el patrullaje cotidiano, con el objeto de generar las condiciones necesarias para evitar la comisión de ilícitos, o para detener a los autores de conductas antisociales, que al hacerlo alteran la tranquilidad, paz y orden públicos que deben imperar en cualquier sociedad. Sin embargo, esta acción no es exclusiva de los cuerpos policiacos, es indispensable la integración de la ciudadanía. El ciudadano es hoy factor fundamental de la sociedad actual, es importante percatarse de que se está ante una ciudadanía más fuerte, más participativa, más crítica, más preparada y politizada, que exige seguridad pública, pero también exige participar en esta función del Gobierno. 

Sánchez Galindo advierte que “debemos prevenir antes que castigar: las sociedades del futuro deberán establecer métodos de prevención tablas de predicción de tal suerte eficaces y valiosas que, aplicadas a tiempo hagan que las prisiones, sean humanas y científicas, que sean - objetos del pasado”.

Como predijo Ferri: “Creemos que la represión tendrá un papel sin importancia en el futuro. Creemos que cada rama de la legislación llegara a preferir los remedios de la higiene social a aquellos remedios sintomáticos y que los aplicara de día a día. Y así es como llegamos a la teoría de la prevención del crimen. No debe olvidarse, en materia de prevención, la célebre sentencia de Nicéforo: aun manteniéndose en estrecho contacto con cada innovación o con cada progreso de la ciencia, la criminología se abstendrá de cultivar falsas ilusiones: la desaparición de! delito no puede ser más que una de tales ilusiones, porque existirá más bien transformación que desaparición, y más bien atenuación (en este o aquel periodo) o desaparición, todo a través de ciclos de exaltación y de depresión de la actividad criminal."

CAPÍTULO II

Marco teórico y conceptual: la participación ciudadana
Como se mencionara en el capítulo anterior, los tratadistas le prestan gran importancia la participación ciudadana en la prevención comunitaria del delito, la cual se orienta a cambiar las condiciones de vida de los vecindarios que sufren privaciones y bajos niveles de cohesión social, en que son altos los riesgos de que se involucren en el delito o sean sus víctimas.

En este apartado del informe de práctica profesional se hace una revisión de la particular forma que ha ido evolucionando la participación ciudadana en lo general y en lo particular en la prevención del delito.

2.1 DEFINICIÓN

Desde la perspectiva normativa, el término de participación ciudadana puede restringirse a aquellos casos que representan una respuesta, individual o colectiva, de la sociedad a una convocatoria realizada por parte de las autoridades gubernamentales en aquellos espacios institucionales que éstas designan o crean. La participación ciudadana se entiende como toda forma de acción colectiva que tiene por interlocutor a los Estados y que intenta, con éxito o sin él, influir sobre las decisiones de la agenda pública.

Una de las nociones más frecuentes es la que distingue dos formas de participación, por una parte, “una que se refiere a la posibilidad de intervenir en la toma de decisiones” y por otra, la “que enfatiza la toma de posición de un individuo, independientemente de su poder de intervención en las decisiones públicas”.
 De acuerdo con esta noción, existe una clara separación entre dos formas de participación: en una se tiene la posibilidad de intervención y en otra no, sin punto medio. 

    Por ejemplo, desde la perspectiva que privilegia la relación entre la participación y el estado, Alicia Ziccardi  afirma que uno de los principales problemas con los que se topa el concepto de participación ciudadana es que “pretende abarcar todo un universo de asociaciones o agrupaciones del ámbito social, independientemente de que tengan o no como objetivo incidir en el espacio público estatal”
. Para esta autora, la participación implica forzosamente una vinculación entre las organizaciones civiles o ciudadanos y el Estado, que permita una participación efectiva. 

Desde otra perspectiva, Silvia Bolos hace referencia a dos formas básicas de participación; una que implica decisiones de los ciudadanos en asuntos de interés público, como las elecciones, el plebiscito o el  referéndum, y otra que implica las prácticas sociales que responden a intereses, muy particulares, de los distintos grupos que existen en toda sociedad. Lo importante para Bolos es que “ya sea para tomar decisiones, para gestionar o para obtener respuesta a problemas particulares, la participación debe ser vista como un proceso que incluye dos actores centrales: el gobierno y la sociedad”
. Dicho de otra manera, esta autora considera que las actividades de los grupos sociales remiten a dos formas de participación; la que se realiza con fines e intereses específicos, sin que incluya una demanda o una relación hacia las instancias de gobierno (asociaciones tipo padres de familia, grupos juveniles, grupos de autoayuda, grupos de salud alternativa, etc.), y toda una gama de asociaciones y organizaciones agrupadas alrededor de demandas de diversa índole así como el conjunto de Organizaciones no Gubernamentales (ONG), que pueden o no tener relación con las instancias de gobierno y los partidos.

   Una tercera posición sostiene que la organización de grupos e individuos que busca influir en las políticas públicas debe por definición considerarse participación política. En este sentido, Fernanda Somuano afirma que todo esfuerzo realizado por los ciudadanos que busque influir en las decisiones de políticas públicas y en la distribución de bienes públicos, sin importar el medio, “puede considerarse participación política, independientemente de que quienes detenten el poder la acepten o no”. Somuano define la participación ciudadana más por la intención y los mecanismos utilizados por la sociedad civil que por los instrumentos que el Estado ofrece para ello.

Cabe mencionar que las anteriores definiciones no son exhaustivas, ya que su objetivo es brindar un panorama concreto sobre el concepto de participación ciudadana. Sin embargo, vale la pena aclarar que términos como transparencia y acceso a la información, organizaciones de la sociedad civil y mecanismos de democracia participativa (o semidirecta), como el referéndum, el plebiscito, la iniciativa y la consulta popular y la revocación de mandato, son indispensables para entender la participación ciudadana en los sistemas políticos contemporáneos.

Alicia Ziccardi
 señala que  la participación es un componente esencial de la democracia, como forma de organización social y de gobierno. En las ciudades existen diferentes formas de participación: social, comunitaria, ciudadana, política. Todas son necesarias para hacer de los individuos que la habitan ciudadanos con derechos y obligaciones sociales, políticos, urbanos.

La participación permite concretar el ejercicio de la ciudadanía en sus diferentes dimensiones: la ciudadanía civil asociada a derechos propios de la libertad individual (igualdad ante a la ley, libertad de palabra, de pensamiento, de religión, de propiedad); la ciudadanía política que se sustenta en los principios de la democracia liberal y que supone el derecho de participar como elector y elegido, a través del sufragio universal y la ciudadanía social que refiere a los derechos a la salud, la educación, la seguridad social, la vivienda que debe garantizar el Estado al conjunto de la ciudadanía. Dentro de estos últimos deben incluirse también el derecho al empleo, a la seguridad física, a los servicios básicos, a la protección del medio ambiente y del patrimonio histórico y cultural sobre el que se construye la identidad.

Para ejercer estos derechos los ciudadanos participan en diferentes organizaciones sociales y civiles, en partidos y asociaciones políticas, y vecinales o territoriales. Por ello, es en el ámbito local donde el ejercicio de la ciudadanía tiene mayores posibilidades de ser efectiva. Es en el barrio, en la colonia, en los municipios que forman parte de la ciudad, donde los individuos acceden, en condiciones diferenciadas, a bienes y servicios. Todo ello forma parte de la dimensión social de la ciudadanía e indica la calidad de vida que ofrece la ciudad a quienes en ella habitan.

Desde hace varios lustros la creciente preocupación por la democracia habitualmente ha encontrado su reflejo en un aumento de los elementos participativos en el discurso institucional. Como ya planteó Dahl las tendencias en las sociedades con una democracia representativa asentada muestran una inclinación a problematizar las instituciones vigentes con el objetivo de profundizar la democracia mediante la ampliación de los cauces participativos.
 Para Amartya Sen la posibilidad del desarrollo económico, por ejemplo, tiene que ver con un “uso más efectivo de la comunicación y las políticas participativas”, lo que él mismo denomina en su teoría económica “una mayor práctica de la democracia”.
 

En términos generales la desafección pública sirve como motor de reflexión y análisis de una situación en la que si aparentemente la ciudadanía parece desvincularse progresivamente de la política, ha motivado reformas continuas en las diferentes administraciones o gobiernos, inclinados a aumentar la presencia ciudadana en la formación de la voluntad política mediante procedimientos participativos. Incluso Sartori, acérrimo enemigo de cualquier transformación de las instituciones representativas, partiría de esa problemática y desvinculación, notando eco del incremento de las acciones participativas. Sus apreciaciones sobre la política persiguen así el fortalecimiento del desarrollo institucional contemporáneo, haciendo de la crisis política un elemento motivador.

En cierta manera, desde el punto de vista de los gobiernos, surge un escenario en el que además de buscar una legitimación del sistema político, se plantea directamente el problema que supone un ejercicio político basado en la desvinculación de la ciudadanía de la política y el espacio público. Desde aquí se contemplan medidas diferentes que hablan siempre de “aproximar”, “estrechar” y “vincular” el sistema político y la ciudadanía, en definitiva, de articular la pluralidad social, las relaciones contingentes (relaciones micropolíticas) y el sistema político. 

En este sentido hay una significativa inclinación a profundizar la democracia desde al menos el último cuarto del siglo XX, lo que ha sido un fenómeno igualmente significativo en el desarrollo institucional de las diferentes administraciones políticas durante los últimos lustros. La administración municipal, la que siempre emerge como la más próxima y cercana desde la subjetividad individual (recogido en las encuestas de opinión pública), es la que concentra y hacia la que se extienden con más fuerza los mecanismos participativos configurados. En principio podría pensarse que además de la cercanía y proximidad de dicha administración, también se considera la complejidad más reducida de la misma, directamente vinculada a su marco constitucional, mucho más reducido (en términos de competencia) que cualquier otra. 

Esto no implica que en los otros niveles de gobierno no se implanten procesos orientados a profundizar la democracia ni que haya ni exista una reflexión al respecto, aunque quizás sí haya diferencias ostensibles en el nivel de profundización y alcance de los procesos emprendidos.

En términos generales actualmente existe en el discurso institucional la confianza y el deseo en mejorar la eficiencia y la calidad democrática de las Administraciones, lo cual se ha interpretado desde la posibilidad de incorporar la ciudadanía a los sistemas de gestión pública, hasta cierto punto atribuyendo a la participación una dimensión semántica nueva. Se puede decir que estos procesos han tenido una fuerte motivación en el deseo de aumentar la legitimidad de las decisiones administrativas, aumentando su representatividad mediante mecanismos de participación que cualificaran las decisiones tomadas. No obstante, se asiste a un segundo proceso de la participación, históricamente hablando, protagonizado por la emergencia de nuevos mecanismos de participación ciudadana que se solapan con mecanismos de participación tradicionales.

Las diferencias con anteriores procesos de participación son importantes. Se nutren en gran medida de las consideraciones que la Administración
 hace en torno al cambio social contemporáneo, a partir del cual los tradicionales esfuerzos administrativos inclinados a fomentar la participación consultiva e informativa se dirigen ahora también hacia procesos de participación en la toma de decisiones. De alguna manera se vindica una mayor actividad ciudadana en todas las etapas del proceso político de toma de decisiones. 

Así diferentes instituciones públicas de carácter internacional como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE, 2001)
, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2002)
, el Comité de Ministros del Consejo de Europa (CMCE, 2001)
 o el Banco Mundial (BM), durante los últimos años han incentivado y recomendado la adopción de medidas de participación encaminadas a implicar la ciudadanía en la gestión pública. En todo ello hay una serie de objetivos comunes: 

1) acrecentar la legitimidad de las instituciones públicas y las Administraciones; 

2) aproximar las Administraciones a la ciudadanía implementando mecanismos informativos, consultivos e implicativos; y 

3) profundizar la democracia, desde la concepción de una ciudadanía activa, como parte del desarrollo humano. 

Como señalara el informe del PNUD sobre desarrollo humano del año 2002 no se plantea ya la vinculación entre desarrollo y democracia a partir de una secuencia causal lineal, mediante la cual sólo se concebía la posibilidad de los procesos democráticos sobre condiciones económicas e institucionales previas. Es decir, ante la idea muy defendida por la teoría económica de la democracia de que la democracia emerge sólo en contextos económicamente desarrollados, se cuestiona la certeza de la secuencia establecida. En su lugar se habla de una correlación más dinámica y menos lineal entre economía y democracia, acentuando la influencia positiva que las instituciones políticas democráticas tienen, en este sentido, sobre el desarrollo económico. Invertir en la democratización no es sólo, como dice Amartya Sen, un buen hacer político, sino que con ello se impulsa el desarrollo humano y económico de una comunidad. 

El informe de desarrollo humano realizado por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo lo expresa como sigue: “La libertad política y la capacidad de participar en la vida de la propia comunidad son tan importantes para el desarrollo humano como la capacidad de leer y escribir o de disfrutar de buena salud (…) Ser capaz de participar en la vida de la propia comunidad –obteniendo el respeto de los demás y teniendo voz en las decisiones es fundamental para la existencia humana”.

El proceso señalado por el PNUD cristaliza la emergencia de un nuevo espíritu que abraza la participación de la ciudadanía de un modo renovado. En este sentido, la Recomendación elaborada por el Comité de Ministros del Consejo Europa (en adelante CMCE) a sus miembros en el año 2001 es muy significativa. En el año 1998 encomendó al Comité Director para la Democracia Local y Regional (CDLR) realizar un estudio que analizara la participación ciudadana en la vida pública, haciendo especial hincapié en la vida pública local. A partir de ese estudio se elaboró la Recomendación (2001) basada en algunas preocupaciones consideradas comunes y relacionadas con el cansancio de los ciudadanos y la dificultad de implicar a la ciudadanía en la gestión pública. La Recomendación se sumaba a una línea de actuación iniciada ya en 1981. Entonces se insistía en la necesidad de:

1) intensificar la comunicación entre los ciudadanos y sus representantes; 

2) mejorar las posibilidades de participación; 

3) incrementar la influencia de la ciudadanía en la planificación municipal; y 

4) favorecer la participación de los residentes extranjeros. 

La redacción de este documento parte de un diagnóstico basado en la desafección pública y la progresiva desvinculación de la ciudadanía de lo público, lo cual se concreta para el Comité en tres puntos:

1) Declive del interés público y un sentimiento de hastío hacia la política,

2) Dificultad de implicar a la ciudadanía mediante formas populares de consulta participación y

3) Debilidad de las instituciones representativas locales, lo que disminuye la eficacia, la transparencia y la responsabilidad.

La identificación de tales fenómenos no conduce, sin embargo, a una conclusión negativa. Para el Comité de Ministros la regularidad de tales fenómenos a lo largo de los años evidencia por el contrario un posible cambio de cultura política, manifestado mediante el alejamiento de la ciudadanía de formas políticas posiblemente sentidas como obsoletas. De este modo el diagnóstico señalado abre para el Comité el camino a considerar nuevos elementos en la vida política y pública, relacionados con aquellos que son propios de las sociedades contemporáneas. 

Para comprender la latitud del giro que se realiza el Informe Citizens as partners escrito por la OCDE en el 2001 ofrece claves esclarecedoras. El Informe acentúa la necesidad que sus países miembros tienen, y van a tener en el futuro, de implantar medidas políticas inclinadas en esa misma dirección, siempre y cuando se quiera preservar la democracia y la eficiencia administrativa. De este modo, el Informe puede resultar hasta rotundo, planteando unos objetivos que quieren explícitamente tomar distancia respecto a las acciones hasta ahora habitualmente emprendidas para implicar a la ciudadanía en la gestión pública. 

Quizás por su carácter tradicionalmente económico, la redacción de un Informe que asocia la participación a la implicación directa de la ciudadanía en los procesos de toma de decisiones políticas, más que en la mejora de provisión de los bienes públicos, señale en buena medida la importancia adquirida por este segundo proceso participativo:

“La relaciones entabladas entre los gobiernos y los ciudadanos mayoritariamente se concretan en frecuentes contactos en la provisión y consumo de servicios públicos. De hecho, los esfuerzos para construir una administración responsable en los países miembros de la OCDE se han centrado por mucho tiempo en mejorar esta relación fundamental –una que sigue siendo igualmente importante hoy. La reciprocidad entre ciudadanía y provisión de servicios públicos aporta una fuente importante de información a los gobiernos, pero los ciudadanos también están buscando otras formas más directas de recibir información sobre y participar en los procesos de toma de decisiones políticas”.

La OCDE problematiza los cambios sociales teniendo como referencia la aplicación de las políticas participativas a escala de las naciones-estado y no a escala local. Compartiendo esa misma necesidad de fortalecer las relaciones entre el Estado y la ciudadanía, la OCDE acentúa además el carácter universal de la participación y no tan solo su dimensión corporativa (asociativa). En este caso, la participación individualizada de los ciudadanos se inserta en el centro de la discusión, aunque al igual que se señala con relación a la mejora de la provisión de bienes públicos, la participación corporativa sigue considerándose un elemento importante en los procesos de democratización del sistema político.
 

Esto genera, de acuerdo con la OCDE, responsabilidades para el gobierno, como la de compartir la formación de la agenda política, además de la obligación a comprometerse políticamente con los resultados generados conjuntamente con la ciudadanía. Las razones por las cuales se puede considerar el interés por fortalecer la participación ciudadana activa en los procesos de toma de decisiones políticos se concretan en tres fenómenos:

1) Los desafíos a los que actualmente se enfrentan todos los países exige la utilización de todos los recursos de la sociedad (capital humano e ideas políticas) y no sólo aquellos meramente gubernamentales. Desde este punto de vista, la inversión en políticas participativas deja de ser observada al margen de los marcos de eficiencia administrativa, para constituirse con sus costes y beneficios en un valor a considerar en la programación administrativa;

2) Los ciudadanos demandan cada vez más una mayor participación en definir las políticas que afectan a sus vidas y un papel más amplio en la dirección de los asuntos públicos, lo que sitúa a la Administración frente a un escenario heterogéneo que es más complejo y requiere de otras formas de interrelación, entre ellas, la de participación activa; 

3) El papel del gobierno paulatinamente se va inclinando a establecer los cauces generales de la política, dentro de los cuales los ciudadanos individual y colectivamente pueden organizar sus propias actividades y relaciones en la sociedad civil y el mercado.
 

De esta manera el papel del Estado muchas veces desbordado por decisiones condicionadas por y tomadas en escenarios internacionales, tiene que inclinarse a compartir decisiones a menudo difíciles y controvertidas que sólo a partir del diálogo público podrán ser tomadas eficientemente. El objetivo perseguido por el Informe de la OCDE es fomentar que las Administraciones y los gobiernos adopten nuevos mecanismos de gobierno a partir de una nueva matriz relacional en la que la ciudadanía ocupa un papel privilegiado. Por un lado la globalización sitúa a los gobiernos nacionales en una zona ambigua, con algunas de las competencias tradicionalmente propias en manos de procesos de índole internacional. Las nuevas tecnologías no sólo han aumentado la capacidad gubernamental para operar, sino que también han elevado las expectativas ciudadanas sobre los objetivos, la calidad y la respuesta del gobierno. 

En este sentido las políticas cada vez más tienen que contextualizarse en escenarios interdependientes en los que los gobiernos son presionados para desarrollar políticas integrales y más horizontales. Al contrario de lo que cabría esperar el aumento de complejidad no puede ser una razón, según la OCDE, para hacer innecesaria la información o limitar el debate público, sino todo lo contrario, “los gobiernos deben hacer todo el esfuerzo para proveer a los ciudadanos con información clara y entendible sobre las opciones políticas posibles, mientras se evita el riesgo de la sobresimplificación”.
 

Igualmente, se plantea el desafío que supone un escenario social en el que el interés público se fragmenta crecientemente y en el que habrá que considerar como elemento significativo las relaciones entre las organizaciones ciudadanas y la ciudadanía individual con el objetivo de tratar la formación colectiva de la voluntad política en un medio heterogéneo, en el que la ciudadanía individualmente emerge como actor a ser considerado. Tanto las instituciones internacionales como las Administraciones han prestado especial atención a los procesos participativos desde hace al menos dos o tres décadas. 

Las iniciativas emprendidas o manifestadas han planteado la necesidad de establecer mecanismos participativos con el objeto de complementar el ejercicio electoral periódico. Sartori lo confirma al pensar la centralidad de la opinión pública en la democracia representativa, donde para él residen las condiciones sustantivas de la democracia, es decir, precisamente las condiciones mediante las cuales tiene lugar el debate sobre la política.
 

Ahora bien, la extensión de las relaciones contingentes plantea también serios problemas alrededor de la relación representativa entre las decisiones políticas y las necesidades (heterogéneas) de la sociedad, problema que se traslada a la agenda política: de qué manera es representada la heterogeneidad en la agenda política, hasta qué punto es fielmente representada mediante las elecciones o cómo es objeto de la distribución derivada de las decisiones políticas. Es lo que Bobbio denominaba el problema de la ingobernabilidad
, pero que, en definitiva, es una forma de cristalizar también los problemas de invisibilidad de poder (por qué y cómo se decide algo, en qué razones está basada la decisión) y la privatización de lo público (todo ciudadano encuentra legítimo que sus necesidades sean atendidas en razón de igualdad que la de los otros por los poderes públicos).

Las medidas implementadas por las Administraciones desde los años ochenta del siglo XX tienen como objetivo atajar la tensión provocada por los problemas apuntados por Bobbio. Se persigue aumentar la transparencia y la responsabilidad política, además de incrementar la vinculación entre las necesidades y las políticas públicas. Con ello se persigue estrechar la percepción ciudadana sobre la arbitrariedad política y relacionar la política con las necesidades ciudadanas de acuerdo a la existencia siempre de recursos limitados. 

Estos impulsos se desarrollaron fundamentalmente en dos direcciones: 

1) La mejora de la Administración, mediante la implementación de mecanismos propios del sector privado (la Nueva Gestión Pública) y 

2) la mejora de los procesos informativos y consultivos a la ciudadanía. 

Sin embargo, desde no hace mucho más de dos lustros, las Administraciones empiezan a desarrollar nuevos mecanismos de participación ciudadana, que si bien se desarrollan dentro de los límites de las instituciones representativas, abren una tercera dirección inclinada a abrazar mecanismos asociados a la participación directa de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones.

El camino iniciado no está exento de obstáculos y a menudo estos son expuestos como obstáculos reales a la implantación de políticas participativas. Antes de ver los mecanismos de participación implantados y su evolución se citarán dos importantes nudos sobre los que descansan muchas de estas reticencias:

En efecto, los cambios pueden dibujar una nueva configuración apoyada en una relación más horizontal dentro del Estado y entre éste y la sociedad, en la que se requeriría una mayor participación e implicación tanto de individuos como de grupos sociales. Este escenario presupone a su vez la emergencia de un espacio público en el que puede tener cabida un diseño corporativista, pero también una configuración alrededor de intereses generales. 

Como recuerda Santos este espacio público, no estatal, sería el escenario contemporáneo de la lucha política, donde se dirime y dirimirán los límites de la democracia. Si el Estado pierde en cierta manera su capacidad de regulación social en términos absolutos obtiene en cambio control sobre la “metaregulación” de dicho espacio, es decir, su poder quedaría encarnado en la selección, coordinación y regulación de aquellos agentes no estatales que operan subsidiariamente en el espacio público: “La naturaleza, el perfil y la orientación política del control sobre la meta-regulación se constituyen así en el principal objeto de la actual lucha política”-

En este escenario el Estado y la Administración aparecen como un componente más, sin ejercer monopolio sobre el interés general, lo cual induce a adoptar nuevas funciones encaminadas a regular dicho espacio público. El hecho de que emerja ahora una tendencia a implantar e incrementar mecanismos participativos (tanto tradicionales como nuevos) evidencia una acción política destinada a regular ese espacio en torno a la formación de la voluntad política. No sólo esta nueva configuración presupone de suyo un espacio público, sino que la Administración adquiere responsabilidades para su organización, facilitando los medios y procedimientos que permitan una inclusión de la ciudadanía. Esto ofrece igualmente una idea de la importancia que adquieren los procesos de diálogo, entre otras cosas por el deseo de incrementar la capacidad de operar de las políticas públicas ante el aumento de la complejidad y la escasa fuerza argumentativa de los mecanismos tradicionales. 

Cabría preguntarse en este contexto, con Santos, si en un escenario en el que el Estado desempeña, respecto a las políticas de bienestar, progresivamente un papel de coordinación más que de producción directa, hasta qué punto los mecanismos representativos podrían aisladamente asegurar una relación democrática entre los recursos obtenidos y su uso y distribución. En este sentido los mecanismos participativos no parece que subrayen una transformación radical de las instituciones representativas, pero sí un complemento a aquellas en un nuevo escenario político en el que la formación de la voluntad política se vuelve un problema a resolver. En este sentido, la participación no se contempla sólo de forma tradicional, ni tan siquiera como un simple “juntar” a la ciudadanía para que se pongan de acuerdo sobre aspectos concretos
. 

Los nuevos instrumentos de participación plantean un uso racional de los recursos y los tiempos, lo que significa que su desarrollo exige gastos y organización para que los procesos emprendidos puedan alcanzar sus objetivos, plantean así una regulación del espacio público. En todos los casos son procesos impulsados por las Administraciones, lo que ya subraya que no se trata de subvertir los límites institucionales, sino complementarlos o articularlos con la participación. 

Así, la participación ciudadana es un concepto amplio y que puede analizarse desde varias perspectivas. Sin embargo, concretamente la participación ciudadana en el gobierno, y se entiende como la posibilidad de la sociedad de contribuir e influir en las decisiones gubernamentales que le afectan, sin necesidad de formar parte de la administración pública o de los Poderes Legislativo o Judicial.
 Lógicamente, lo anterior impacta en las tareas de seguridad pública, primordialmente, en el caso de este trabajo, en la prevención del delito.

2.2 LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA PREVENCIÓN DEL DELITO
En el sector de la seguridad pública, en lo que respecta a la prevención del delito, la participación ciudadana consiste “en sumar esfuerzos y trabajo de la sociedad a las funciones que desempeña el Estado en materia de seguridad pública, pasado así de una administración centralizada y unilateral a otra abierta y democrática con la colaboración de la ciudadanía (….).”
 Dicha participación se da principalmente en las políticas de prevención del delito.

De acuerdo con Liliana Alejandra Corona Aguirre: esto parte de la idea de que la seguridad pública es tarea no sólo del Estado sino de todos los sectores sociales incluyendo la participación de la comunidad en general, vislumbrándose una sociedad más participativa, critica pero sobretodo demandante de sus derechos ante el evidente fracaso del Estado en materia de seguridad pública.

Sin embargo, la concepción del Estado paternalista ha impedido la participación de otros sectores, entre ellos la sociedad en funciones que actualmente sólo le corresponde al Estado, contrario a lo que sucedía en las culturas del México antiguo, donde la comunidad era la más comprometida en la resolución de conflictos. Sin embargo, a lo largo de la historia se ha ido despojando a dicha comunidad de funciones que poco a poco fue absorbiendo el Estado, pero que actualmente reclama la sociedad.

Luis Armando González Placencia y Ricardo Rodríguez Luna explican que La inquietud generada por la inseguridad relacionada con los delitos ha posicionado el problema, en los últimos quince años, como uno de los temas de primer orden en la agenda pública en prácticamente todas las ciudades de occidente. En Europa, Estados Unidos y América Latina, la cuestión ha sido planteada como una de las prioridades de alcaldes y síndicos, y forma parte de las políticas de sus programas de gobierno, incluso desde el momento en el que son todavía parte de sus plataformas electorales.

De hecho, los programas gubernamentales que más difusión han logrado en el combate y la prevención del delito son de origen local: salvando la diferencia de enfoques, tal es el caso del proyecto neoyorquino Cero tolerancia del alcalde Rudolph Guilliani, el de Palermo, Italia: Cultura de legalidad impulsado por el alcalde Leoluca Orlando
, y “Bogotá para vivir” del alcalde Antanas Mockus.

Según ha sido demostrado con experiencias recientes en diversos contextos urbanos, el involucramiento de la ciudadanía en las tareas de seguridad puede resultar sumamente provechoso. Sin embargo, es necesario distinguir al menos, entre dos formas de participación. Por un lado, está aquella que es impulsada desde la ley y que se materializa en la constitución de comités de seguridad basados en la capacidad de representación territorial. Aun cuando estas agrupaciones cuentan con el reconocimiento inmediato de la ley y de los organismos de gobierno, lo cierto es que, dado el origen o las vinculaciones partidistas que suelen tener, carecen de la base social necesaria para legitimarse.
 

Por sus mecanismos de constitución y de funcionamiento, esta forma de participación tiene los siguientes inconvenientes:

• Fomenta la atomización de la sociedad civil en la medida en la que, al privilegiar un trato vertical “personalizado”, no permite una acción horizontal entre los representantes de los ciudadanos y de facto, entorpece naturalmente una atención igualitaria.

• Al hacer abstracción de los individuos, no considera que una franja importante de personas no puede o no quiere participar debido a que la mayor parte del día la destina a otras actividades productivas o bien, a disfrutar su escaso tiempo libre en actividades familiares, sociales o personales, lo que con frecuencia alimenta un sentimiento de frustración entre quienes sí participan, así como, en casos extremos, el condicionamiento de la respuesta institucional por una relativa ausencia de representatividad.

• Dado que se centra en la participación de los ciudadanos como individuos, omite la posibilidad de que otros actores sociales actúen como colectivos capaces de aportar ideas y hasta financiamiento. Tal es el caso de empresas, instituciones académicas y organizaciones civiles de distinta índole (clubes sociales y deportivos, por ejemplo).

Por el otro lado está la participación más o menos espontánea de individuos en el seno de organismos no gubernamentales y otras agrupaciones de la llamada sociedad civil.

Dado que la espontaneidad es una característica de estas agrupaciones, la posibilidad de que el criterio de convergencia lo constituya, en efecto, la necesidad de poner en el debate público problemas por ellos detectados, garantiza el interés en la participación. Por su naturaleza y por su cercanía con la cotidianeidad, estas agrupaciones se benefician de la experiencia de viejos y jóvenes de ambos sexos que aún no ingresan o ya han sido excluidos del mercado laboral. 

En tanto que actores relevantes en su comunidad, la confianza y la colaboración de la mayoría no participante con ellos se facilita notoriamente. Dada la tendencia a la comunicación horizontal entre grupos de la sociedad civil, se facilita también la construcción de redes cuya representatividad y fuerza de negociación política les permiten una interlocución más eficiente con la autoridad.

El diagnóstico en torno a la participación ciudadana debe, entonces, discriminar entre estas dos formas de participación, para estar en posibilidad de comprender mejor sus interacciones. En el análisis centrado en las agrupaciones civiles distintas a los comités institucionales debe ponerse atención a la evaluación de su capacidad de gestión, su potencial para integrarse a redes de comunicación, y su representatividad territorial. En lo que se refiere a los comités de origen institucional, resulta conveniente explorar su funcionamiento efectivo, los mecanismos de negociación y sus resultados, incluyendo la reacción de sus representados. También es conveniente explorar las posibilidades de colaboración de empresas y organismos locales, sobre la base de la convergencia de intereses, de manera tal que, pensando en la seguridad de sus trabajadores y socios, de sus bienes y servicios, participen directamente en la detección de riesgos, el diseño de programas preventivos y la puesta en práctica de experiencias piloto que beneficien a toda la comunidad.

Estas acciones contribuyen de manera decisiva al ejercicio de poder de la sociedad que en la medida en la que se desarrolla y madura, se hace capaz también de corresponsabilizarse en las tareas de protección. En este sentido,  la devolución de potestades a la sociedad civil se convierte en un mecanismo eficaz para garantizar sus derechos, sobre todo los de segunda generación, pues el gobierno local se convierte así en un interlocutor válido con el empresariado y en un importante propulsor de las llamadas instituciones del tercer sector, y de los organismos sociales de segundo nivel, en los que la participación organizada de los habitantes de un municipio se vuelve un motor fundamental en la planeación, puesta en marcha y evaluación de las políticas públicas municipales.

En todo caso, es imprescindible evitar cualquier tentación para promover o permitir el involucramiento de la sociedad civil en tareas que son de responsabilidad indubitable de los gobiernos (concretamente la persecución de delitos, la administración de justicia y la ejecución de penas). 

Particularmente importante es desalentar intentos destinados a convertir al ciudadano en policía o a avalar agrupaciones sociales que se tomen la justicia por propia mano, o que impulsen o sugieran a otros conciudadanos la necesidad de tomar medidas violentas contra la delincuencia. La ruptura del Estado de derecho y la diseminación de la venganza privada pueden ser las consecuencias más relevantes de una política errónea de encumbramiento social.

El nivel de la participación queda referido al grado de intervención del individuo en la toma de decisiones públicas. Diversos autores coinciden en señalar que la participación se da, en un primer nivel, a través de la información; un segundo nivel es el de la consulta, en donde los actores sociales tienen la posibilidad de expresarse respecto de las decisiones públicas; posteriormente, en un grado mayor de participación, la opinión del gobernado forma parte de la decisión que se tome, y finalmente el ciudadano participa en la ejecución de la actividad o prestación del servicio, ya sea, a través de la gestión o de la cogestión de dicha tarea.

2.3 LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL

En México se parte de la idea de que la seguridad pública es una función del Estado en todos sus ámbitos de gobierno, es decir, tanto en el federal, como el estatal y el municipal, que tiene como objetivo el prevenir, investigar y dar seguimiento a las infracciones o delitos, e imponer las consecuencias jurídicas que resulten, todo ello a fin de que los habitantes de los espacios territoriales convivan con la certeza de que sus derechos, libertades y bienes se encuentran seguros. Claro que esta aplicación efectiva de las consecuencias jurídicas no debe estar basada sólo en la idea del castigo, sino más bien en una dirección de restablecimiento del orden jurídico vulnerado y de las normas en las que se confía.
 

El sistema nacional de seguridad pública atendiendo a la concurrencia que la Constitución mexicana le asigna a la función de seguridad pública, se integra por distintos órganos pertenecientes a todas las esferas de gobierno, a saber: Consejo Nacional de Seguridad Pública, Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, y conferencias nacionales de Procuración de Justicia, de Seguridad Pública, del Sistema Penitenciario, de Seguridad Pública Municipal, y los consejos locales e instancias regionales de coordinación. 

El Consejo Nacional de Seguridad Pública, distinto en composición y funciones al CSN, está presidido por el Titular del Ejecutivo Federal y se integra, por parte de la Federación, por los secretarios de Gobernación, de la Defensa Nacional, de Marina, de Seguridad Pública y por el Procurador General de la República; por parte de las entidades federativas, por los Gobernadores de los Estados y por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal actualmente Ciudad de México y, finalmente, por el Secretario Ejecutivo del sistema nacional de seguridad pública, quien depende directamente del Presidente de la República y se encuentra formalmente adscrito a la Secretaría de Gobernación.

La seguridad pública, de conformidad con lo señalado en el artículo 21, párrafo noveno de la Constitución mexicana, es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que la Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la misma.

Asimismo, la Constitución ordena que las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

De acuerdo con el artículo 115 constitucional, fracción III, inciso h) como a los Municipios, al gobierno de la Ciudad de México tiene a su cargo “la Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito…”

Sin embargo, el artículo 34 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal dispone que “Corresponde al Presidente de la República el mando de la fuerza pública en la Ciudad de México y la designación del servidor público que la tenga a su cargo, a propuesta del Jefe de Gobierno del Distrito Federal. El servidor público que tenga el mando directo de la fuerza pública en el Distrito Federal podrá ser removido libremente por el Presidente de la República o a solicitud del Jefe de Gobierno del Distrito Federal”.
 Esto es, a la cabeza de la seguridad pública de la actual Ciudad de México, se encuentra el Jefe del Ejecutivo Federal y por lo tanto, delega en el funcionario designado por él y el Jefe de Gobierno las funciones de prevención e investigación del delito.

La actual Ley de Participación Ciudadana (LPCDF), publicada el 17 de mayo de 2004, tiene por objeto instituir y regular los instrumentos de participación y los órganos de representación ciudadana; a través de los cuales los habitantes pueden organizarse para relacionarse entre sí y con los distintos órganos de gobierno del Distrito Federal; con el fin primordial de fortalecer el desarrollo de una cultura ciudadana.

En esta ley prevalecen figuras como el plebiscito, referéndum, iniciativa popular, colaboración ciudadana y se incorporan otras como: rendición de Cuentas y red de Contralorías Ciudadanas y audiencia Pública.

De igual forma la participación ciudadana, será a través de tres figuras principalmente: la Asamblea ciudadana (en la que participarán todos los habitantes del Distrito Federal para emitir opiniones y evaluar los programas, las políticas y los servicios públicos aplicados por las autoridades de su Demarcación Territorial y del Gobierno del Distrito Federal) los Comités Ciudadanos (es el encargado de representar los intereses colectivos de las y los habitantes de la Unidad Territorial, así como conocer, integrar, analizar y promover las soluciones a las demandas o propuestas de los vecinos de su Unidad Territorial) y el Consejo Ciudadano (es la instancia de representación de los Comités Ciudadano que tendrán contacto directo, a través de sus comisiones, con las autoridades de la demarcación territorial y con las autoridades del Gobierno del Distrito Federal.)

El artículo 2º de la  LPCDF la participación ciudadana es el derecho de los ciudadanos y habitantes del Distrito Federal a intervenir y participar, individual o colectivamente, en las decisiones públicas, en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y actos de gobierno.  

Agrega el texto de la LPCDF que la participación ciudadana contribuirá a la solución de problemas de interés general y al mejoramiento de las normas que regulan las relaciones en la comunidad, para lo que deberá considerarse la utilización de los medios de comunicación para la información, difusión, capacitación y educación, para el desarrollo de una cultura democrática de la participación ciudadana; así como su capacitación en el proceso de una mejor gobernanza de la Ciudad Capital.

El 28 de Octubre de 2014 fue publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal la Ley de Prevención Social del Delito y la Violencia para el Distrito Federal (LPSDVDF), cuyo objeto es establecer las bases para la articulación de programas, proyectos y acciones tendientes a la prevención social del delito y de la violencia en el Distrito Federal, instrumentando las medidas necesarias para evitar su realización.

En esta ley, la prevención social del delito y la violencia se entiende como el conjunto de políticas, estrategias e intervenciones orientadas a reducir el riesgo de que se produzcan efectos perjudiciales para las personas y la sociedad, incluido el temor a la delincuencia, así como a intervenir para influir en sus múltiples causas y manifestaciones. Involucra los siguientes ámbitos de intervención: 

I. Social; 

II. Comunitario; 

III. Situacional; y 

IV. Psicosocial.

La prevención social: Comprende la reducción de los factores y condiciones sociales, que fomentan el desarrollo de conductas delictivas, mediante: 

I. Programas integrales de desarrollo social, cultural, urbano y económico que no produzcan estigmatización, incluidos los de salud, educación, deporte, vivienda y empleo; 

II. Programas específicos enfocados a las familias, mujeres, jóvenes, niños y niñas y comunidades en condiciones de vulnerabilidad; 

III. Promoción de actividades que eliminen la marginación y la exclusión;  

IV. Prevención de adicciones entre niños, jóvenes y adultos; 

V. Fomento de la solución pacífica de conflictos;  

VI. Diseño e instrumentación de estrategias de educación y sensibilización de la población para promover la cultura de legalidad y tolerancia, respetando al mismo tiempo las diversas identidades culturales; y

VII. Políticas públicas que modifiquen las condiciones sociales de la comunidad y generen oportunidades de desarrollo; particularmente, para grupos vulnerables o en situación de riesgo.  

La prevención en el ámbito comunitario: Comprende la participación ciudadana y comunitaria en acciones tendientes a establecer las prioridades en esta materia, mediante:  

I. Elaboración de diagnósticos participativos;  

II. Mejoramiento de las condiciones de seguridad del entorno y el desarrollo de prácticas que fomenten una cultura de prevención, autoprotección, denuncia ciudadana y utilización de los mecanismos alternativos de solución de controversias; 

III. Mayores facilidades para el acceso de la comunidad a los servicios básicos; 

IV. Inclusión de todos los sectores sociales en la toma de decisiones; particularmente, las mujeres, las y los jóvenes, las niñas y los niños, y grupos vulnerables; 

V. Impulsar el desarrollo comunitario, la convivencia y la cohesión entre las comunidades frente a problemas que les aquejan; 

VI. Participación activa de la comunidad en la implementación de los programas y acciones, así como en su evaluación y sostenibilidad, y 

VII. Fomento a las actividades de las organizaciones de la sociedad civil.

La prevención en el ámbito situacional. Consiste en modificar el entorno para eliminar las condiciones que facilitan la victimización y la percepción objetiva y subjetiva de la inseguridad, mediante: 

I. Mejoramiento del desarrollo urbano, ambiental y el diseño industrial, considerando entre otros aspectos, los sistemas de transporte público, los mecanismos de vigilancia a través de circuito cerrado, el uso de sistemas computacionales y de nuevas tecnologías; 

II. Métodos apropiados de vigilancia, siempre que respeten el derecho a la intimidad y a la privacidad; 

III. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la disponibilidad de medios comisivos o facilitadores del delito, y 

IV. Estrategias para prevenir la repetición de casos de victimización. 

La prevención en el ámbito psicosocial: Tiene como objetivo incidir en las motivaciones individuales respecto de condiciones delictivas o de violencia, con referencia a los individuos, la familia, la escuela y la comunidad, que incluye como mínimo:  

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas formativos en habilidades para la vida, dirigidos principalmente a la población en situación de riesgo y vulnerabilidad;  

II. La inclusión de la prevención de la violencia, la delincuencia y de las adicciones en las políticas públicas del Gobierno y las Delegaciones en materia de educación, y  

III. El fortalecimiento de las capacidades institucionales que aseguren la sostenibilidad de los programas de prevención social.

En los siguientes capítulos se hará ampliará la información correspondiente a la participación ciudadana en la prevención del delito.

El diseño, implementación, evaluación y supervisión de las políticas públicas en materia de prevención social del Delito y la Violencia estarán a cargo del Consejo de Prevención Social del Delito y la Violencia del Distrito Federal, órgano honorario que se integrará de la siguiente manera:  

I. El Jefe de Gobierno, quien fungirá como su Presidente; 

II. El Presidente de la Mesa Directiva de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal;  

III. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; 

IV. El Procurador General de Justicia del Distrito Federal, quien fungirá como Secretario Ejecutivo;  

V. El Coordinador General del Gabinete de Gobierno y Seguridad Pública; 

VI. Los titulares de: 

a) La Secretaría de Gobierno; 

b) La Secretaría de Seguridad Pública; 

c) La Secretaría de Desarrollo Social; 

d) La Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo; 

e) La Secretaría de Educación; 

f) La Secretaría de Transportes y Vialidad; 

g) La Secretaría de Salud; 

h) La Secretaría de Turismo; 

i) La Consejería Jurídica y de Servicios Legales; 

j) El Instituto de las Mujeres de la Ciudad de México, y 

k) El Instituto de la Juventud del Distrito Federal. 

VII. Los 16 Jefes Delegacionales, que tendrán además la representación de los Consejos Delegacionales.

En los siguientes capítulos se analizará la participación de la Secretaría de Seguridad Pública en la participación ciudadana en la prevención del delito.

CAPÍTULO III

La Secretaría de Seguridad Pública de la ciudad de México
3.1 LOCALIZACIÓN

Según señala la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, la ahora Ciudad de México se divide en 16 demarcaciones territoriales de acuerdo con su artículo 10, denominadas:  

I. Álvaro Obregón;  

II. Azcapotzalco;  

III. Benito Juárez;  

IV. Coyoacán;  

V. Cuajimalpa de Morelos;  

VI. Cuauhtémoc;  

VII. Gustavo A. Madero;  

VIII. Iztacalco;  

IX. Iztapalapa;  

X. La Magdalena Contreras;

XI. Miguel Hidalgo;  

XII. Milpa Alta;  

XIII. Tláhuac;  

XIV. Tlalpan;  

XV. Venustiano Carranza, y  

XVI. Xochimilco.

CROQUIS DE LA CIUDAD DE MÉXICO
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La Ciudad de México limita al oriente, poniente y norte con el estado de México y al sur con el estado de Morelos.

Según datos del Instituto Nacional de Geografía, Estadística e Informática la Ciudad de México:

Tiene una extensión: 1,495 km2, equivalente al 0.1% del territorio nacional, o sea la más pequeña de las 32 entidades federativas.

Su población: 8 918 653 habitantes, el 7.5% del total del país. De los cuales 4´617,297 son mujeres (52.2%) y 4’233,783 hombres (47.8%).

 Distribución de población: 99.5% urbana y 0.5% rural; a nivel nacional el dato es de 78 y 22 % respectivamente.

 Escolaridad: 11.1 (segundo año de educación media superior); 9.1 el promedio nacional.

 Hablantes de lengua indígena de 3 años y más: 2 de cada 100 personas. 

 A nivel nacional 7 de cada 100 personas hablan lengua indígena.

 Sector de actividad que más aporta al PIB estatal: Comercio. 

 Aportación al PIB Nacional: 16.5%

La Ciudad de México se encuentra en el valle de México a una altitud media de 2240 metros sobre el nivel del mar, cuando se considera que la Zona Metropolitana del Valle de México
 suma una población de casi de 22 millones de habitantes, posicionándola como una de las mayores aglomeraciones urbanas del mundo y la más grande del continente americano y del mundo hispanoparlante.

Es el núcleo urbano más grande del país y también el principal centro político, académico, económico, de moda, financiero, empresarial y cultural. La Ciudad de México tuvo un PIB, en 2011, de 470 000 millones de dólares,
 mientras que en 2012 tuvo un crecimiento medio de 3.5 %, con lo cual incrementó su PIB a 486 450 millones de dólares. Catalogada como ciudad global, es uno de los centros financieros y culturales más importantes de América y del mundo. Su crecimiento es uno de los más acelerados a nivel global y se espera que su economía se triplique para el año 2020.

La ciudad fue fundada por los mexicas en 1325, al centro del lago de Texcoco con el nombre de México-Tenochtitlan. Esta urbe se convirtió en capital del Imperio azteca. En el siglo XVI los mexicas fueron derrotados con la toma de la ciudad de México-Tenochtitlan y de México-Tlatelolco a manos del emergente Imperio español en el año 1521, acontecimiento que marcó el inicio de la Conquista de México.

En 1535 se creó oficialmente el Virreinato de la Nueva España, y la Ciudad de México se reconstruyó y se estableció sobre la antigua México-Tenochtitlan. Entonces, fue declarada capital del Virreinato que funcionó como centro político, financiero y administrativo de los territorios del Imperio español en Norteamérica, Centroamérica, Asia y Oceanía.

El 18 de noviembre de 1824, tras la Independencia, el Congreso decidió crear un Distrito Federal, una entidad distinta a los demás estados, para albergar los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, un territorio que no perteneciese a ningún estado en particular y así evitar la influencia excesiva de un estado sobre los demás de la federación. Gracias a fray Servando Teresa de Mier y a algunas otras personas que apoyaron su causa, la ciudad de México fue elegida como el lugar donde se concentrarían los poderes de la unión.

Después de años de elegir a sus gobernantes municipales, en 1929 se abrogaron los municipios del Distrito Federal y fueron sustituidos por delegaciones políticas bajo el mando del Departamento del Distrito Federal, a cuya jefatura se ubicaba un Regente nombrado por el Presidente de la República, lo mismo que los delegados; en 1997 los residentes de la capital obtuvieron el derecho a elegir por voto directo y popular al Jefe de Gobierno y a los integrantes de la Asamblea Legislativa. 

El 29 de enero de 2016, se promulgó y publicó el decreto de reforma constitucional por la que el Distrito Federal deja de existir para convertirse, a partir del día siguiente, en una entidad con plena autonomía dentro de la federación bajo el nombre de Ciudad de México; continuará conservando el carácter de capital de la República y seguirá albergando los Poderes de la Unión
. Este cambio a ciudad-estado es similar a la existente organización territorial de las capitales de otros países, tales como Alemania o Austria.

Algunos de los cambios más relevantes de esta nueva disposición son:

· La Ciudad de México será la entidad (no estado) federal número 32 y se mantendrá como la capital del país.

· Podrá contar con su propia Constitución Política, la cual deberá ser promulgada a más tardar el 31 de enero de 2017. Para ello necesita una Asamblea Constituyente que será votada el primer domingo de junio de 2016 y se instalará el 15 de septiembre del mismo año.

· Las delegaciones políticas desparecen y se crean las demarcaciones territoriales, mismas que serán encabezadas por un alcalde y un cabildo integrado por 10 concejales elegidos democráticamente.

· La Asamblea Legislativa dejará de existir para convertirse en un Congreso local, mismo que podrá aprobar o rechazar reformas constitucionales. Anteriormente, la Asamblea Legislativa estaba excluida de votar los cambios a la Constitución Federal.

· La Ciudad de México tendrá acceso a fondos federales para estados y municipios, se encargará de vigilar que se administren en las demarcaciones territoriales. De igual forma, tendrá plena autonomía en materia presupuestal y de endeudamiento.

· A diferencia de los estados, el gobierno federal mantendrá la responsabilidad del financiamiento a la educación y servicios de salud de la Ciudad de México.

· El Ministerio Público de la Federación se organizará en una Fiscalía General de la República como órgano público y autónomo. Asimismo, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal se convertirá en el Poder Judicial de la Ciudad de México.

· El Procurador de Justicia y el Jefe de la Policía serán designados por el Jefe de Gobierno y ya no por el presidente de la república.

· La Ciudad de México tendrá con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica y sus datos serán considerados oficiales.

· Los salarios no podrán ser inferiores al mínimo para los trabajadores del resto de las entidades federativa

Datos del Sistema de Transporte Colectivo, permiten conocer que la afluencia de estación por línea los meses octubre-diciembre de 2015, considerando solamente aquellas que son receptoras de usuarios provenientes del estado de México fue la siguiente:

Pantitlán Línea 1:               4’455,234

Cuatro Caminos Línea 2: 10’437,036

Indios Verdes Línea 3:     10’919,339

Pantitlán Línea 5:               8’942,757 

Pantitlán línea 9:                8´799,680

Pantitlán Línea A:             10’617,697

Zaragoza Línea 1:              5’135,006 

Los Reyes Línea A:           1’630,508

La Paz Línea A:                 2’884,446
Total:                               63’921,703

Lo cual representa que mensualmente transitan en la Ciudad de México un promedio de 21’307, 234 de habitantes del estado de México, usando el Metro, con la consecuente responsabilidad y costo para las autoridades capitalinas.

LOCALIZACIÓN DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA
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CROQUIS UBICACIÓN DE LA SSPDF LIVERPOOL No. 136
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La Secretaría de Seguridad Pública se localiza en las calles de Liverpool, número 136, Colonia Juárez, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06600, en la Ciudad de México.

3.2 CONTEXTO INSTITUCIONAL DONDE TUVO LUGAR LA EXPERIENCIA PROFESIONAL

La Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal en su artículo 15, destaca que el Jefe de Gobierno se auxiliará en el ejercicio de sus atribuciones, que comprenden el estudio, planeación y despacho de los negocios del orden administrativo, de las siguientes dependencias:

I. Secretaría de Gobierno;  

II. Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda;  

III. Secretaría de Desarrollo Económico;  

IV. Secretaría del Medio Ambiente;  

V. Secretaría de Obras y Servicios;  

VI. Secretaría de Desarrollo Social;  

VII. Secretaría de Salud;  

VIII. Secretaría de Finanzas;  

IX. Secretaría de Movilidad;  

X. Secretaría de Seguridad Pública;  

XI. Secretaría de Turismo;  

XII. Secretaría de Cultura;  

XIII. Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; 

XIV. Oficialía Mayor;  

XV. Contraloría General del Distrito Federal;  

XVI. Consejería Jurídica y de Servicios Legales;  

XVII. Secretaría de Protección Civil;  

XVIII. Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo;  

XIX. Secretaría de Educación; y  

XX. Secretaría de Desarrollo Rural y Equidad para las Comunidades.  

XXI. Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación  

Las dos dependencias encargadas de la seguridad pública en el Distrito Federal, en sus ámbitos: preventivo y de investigación del delito son la Secretaría de Seguridad Pública y la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, respectivamente, se ubican en el ámbito orgánico administrativo del Gobierno del Distrito Federal y se rigen por las leyes específicas correspondientes. Es decir por sus respectivas leyes orgánicas.

Entre las 21 dependencias de la Administración Pública de la Ciudad de México se encuentra la Secretaría de Seguridad Pública, hasta la reforma del 29 de enero de 2016, la cabeza de la seguridad pública del entonces Distrito Federal era el Presidente de la República quien la delegaba en el Jefe de Gobierno y en el Secretario nombrado de común acuerdo.

Respecto a sus atribuciones, estas, como lo aclara la LOAPDF, se encuentran contenidas en su ley específica; al respecto la Ley Orgánica de la Secretaría de Seguridad Pública de la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 20 de mayo de 2003, como Ley Orgánica de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal (LSSPDF) dicta lo siguiente.

En el artículo 1º explica que tiene por objeto establecer las bases para la organización de la Secretaría de Seguridad Pública, para el despacho de los asuntos que le competen de conformidad con lo que establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y las demás disposiciones aplicables.

El artículo 3° enumera las atribuciones que le corresponden a la Secretaría, como son:

· Realizar en el ámbito territorial y material del Distrito Federal, las acciones dirigidas a salvaguardar la integridad y patrimonio de las personas, prevenir la comisión de delitos e infracciones a las disposiciones gubernativas y de policía, así como a preservar las libertades, el orden y la paz públicos;

· Desarrollar las políticas de seguridad pública establecidas por el Jefe de Gobierno y proponer al mismo, la política criminal en el ámbito local, que comprenda las normas, instrumentos y acciones para prevenir de manera eficaz la comisión de delitos y de infracciones;

· Formular propuestas al Jefe de Gobierno para el Programa de Seguridad Pública del Distrito Federal, así como para llevarlo a cabo y evaluar su desarrollo;

· Establecer un sistema destinado a obtener, analizar, estudiar, procesar y difundir información para la prevención de delitos, a través de métodos que garanticen el estricto respeto a los derechos humanos; 

· Efectuar, en coordinación con la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, estudios sobre los actos delictivos denunciados y no denunciados e incorporar esta variable en el diseño de las políticas en materia de prevención del delito;

· Ejecutar las políticas, lineamientos y acciones de su competencia, previstos en los convenios de coordinación suscritos por el Distrito Federal en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública así como los derivados de los acuerdos y resoluciones del Consejo Nacional de Seguridad Pública y demás instancias de Coordinación que correspondan;

· Celebrar convenios de colaboración, en el ámbito de su competencia y en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con otras autoridades del Distrito Federal, federales, estatales y municipales, así como establecer acuerdos de colaboración con instituciones similares, conforme a la legislación;

· Colaborar, en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, cuando así lo soliciten otras autoridades del Distrito Federal, federales, estatales o municipales competentes, en la protección de la integridad física de las personas y en la preservación de sus bienes, en situaciones de peligro, cuando se vean amenazadas por disturbios u otras situaciones que impliquen violencia o riesgo inminente;

· Establecer, integrar, supervisar, utilizar y mantener actualizados los instrumentos de información del Sistema Nacional de Seguridad Pública que le competan, mediante las bases de datos de la seguridad pública correspondientes;

· Suministrar, intercambiar y sistematizar la información sobre seguridad pública con la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y demás autoridades del Distrito Federal en la materia;

· Sistematizar las cifras y datos que integren la estadística sobre seguridad preventiva así como determinar las condiciones sobre su manejo y acceso conforme a las disposiciones aplicables;

· Organizar, dirigir y administrar la recepción y transferencia de los reportes sobre emergencias, infracciones y delitos;

· Autorizar, evaluar, controlar, supervisar y registrar los servicios de seguridad privada, conforme a las disposiciones aplicables;

· Realizar funciones de control, supervisión y regulación del tránsito de personas y vehículos en la vía pública conforme a lo dispuesto en las leyes y reglamentos aplicables;

· Aplicar sanciones por infracciones a las disposiciones del Reglamento de Tránsito del Distrito Federal y demás disposiciones jurídicas en materia de tránsito y vialidad; 

· Garantizar y mantener la vialidad en el territorio del Distrito Federal;

· Retirar de la vía pública, conforme a las disposiciones aplicables, los vehículos y objetos que, indebidamente obstaculicen o pongan en peligro el tránsito de personas o vehículos;

· Instrumentar en coordinación con otras dependencias, programas y campañas y cursos de seguridad, educación vial, prevención de accidentes y cortesía urbana, conforme a las disposiciones aplicables; 

· Formular, ejecutar y difundir programas de control y preventivos en la ingesta de bebidas alcohólicas y consumo de estupefacientes, preferentemente en la cercanía de puntos de mayor consumo y vialidades de alta incidencia en accidentes automovilísticos;

· Establecer y administrar depósitos para los vehículos que deban remitirse y custodiarse con motivo de una infracción de tránsito;

· Prestar auxilio al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en los términos que dispongan las leyes y demás disposiciones aplicables;

· Prestar auxilio a los Poderes de la Federación conforme a lo establecido en las disposiciones aplicables;

· Prestar auxilio a dependencias y órganos desconcentrados de la Administración Pública del Distrito Federal, a los Órganos Político Administrativos de las demarcaciones territoriales, así como a los Órganos Autónomos del Distrito Federal, cuando lo requieran para el cumplimiento de sus funciones;

· Establecer procedimientos expeditos para atender las denuncias y quejas de los particulares con relación al ejercicio de sus atribuciones o por posibles actos ilícitos de su personal, procediendo según corresponda contra el responsable;

· Establecer mecanismos y procedimientos eficaces para que la sociedad participe en la planeación y supervisión de la seguridad pública, en los términos de las disposiciones aplicables;

· Requerir la colaboración de las dependencias y órganos político administrativos en acciones y programas vinculados a la prevención del delito, determinando dentro de la competencia de cada cual, la participación correspondiente;

· Establecer las características de la identificación oficial de los servidores públicos de la Secretaría, incluyendo la de los elementos de la Policía y expedir la misma;

· Autorizar los procedimientos administrativos de la Secretaría en materia de administración de recursos humanos, materiales y servicios generales de la misma, atendiendo los lineamientos y normas que al efecto emita la Oficialía Mayor del Distrito Federal;

· Difundir a la sociedad a través de los órganos de representación ciudadana, comités ciudadanos, consejos del pueblo y comités delegacionales de seguridad pública, los resultados de la supervisión de la actuación policial y de la verificación del cumplimiento de las obligaciones de los elementos de policía, así como de los mecanismos de medición de su desempeño;

· Realizar acciones de prevención de faltas administrativas y comisión de delitos ambientales en suelo urbano y suelo de conservación, así como en áreas de valor ambiental y áreas naturales protegidas de la competencia del Distrito Federal, en coordinación con la Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal para tal efecto; y

· Las demás que le atribuyan las leyes, así como los reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente de la República y del Jefe de Gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias.

El Reglamento Interior de la Secretaría, establecerá las unidades administrativas, las unidades administrativas de apoyo técnico-operativo, las unidades administrativas policiales y las unidades administrativas de apoyo técnico-operativo policial de la Secretaría, así como sus atribuciones, con base en la especialización necesaria para el mejor desarrollo de la función de seguridad pública y el ejercicio de las demás atribuciones que le corresponden a la Secretaría.

El artículo 6° de la Ley Orgánica de la SSPDF destaca que la Policía, es una institución armada, disciplinada y jerarquizada, de naturaleza civil, garante de los derechos y de la integridad física y patrimonial de los habitantes de la Ciudad de México, dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal en el desempeño de sus funciones y sus elementos, están sujetos al régimen que esta ley dispone. 

Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Secretaría de Seguridad Pública de la Ciudad de México se estructura en cinco Subsecretarías y un Estado Mayor
:

Subsecretaría de Operación Policial

Tiene la responsabilidad de reestablecer la unidad de mando operativo; realizar un cambio de actitud y comportamiento en la actuación policial, mejorar la presencia con honestidad y trato amable a la ciudadanía, mediante la supervisión del Subsecretario de Operación Policial a los mandos regionales y sectoriales.

Subsecretaría de Control de Tránsito

Para mejorar la circulación vehicular de la Ciudad de México, la policía de tránsito se reestructuró en 6 Zonas de Operación Vial. Se aplican nuevas tecnologías como el uso de dispositivos “Hand Held” para la aplicación de infracciones electrónicas, la implementación de radares detectores de velocidad, operación de parquímetros e inmovilizadores en zonas determinadas
.

Subsecretaría de Participación Ciudadana y Prevención del Delito

Su principal objetivo es la implantación de programas de participación ciudadana a través de la creación de redes de vinculación con cámaras y asociaciones de empresarios, ONG’s, comités vecinales, asociaciones civiles, coordinaciones territoriales, comercios y público en general, para impulsar la corresponsabilidad ciudadana y la cultura de la denuncia, así como programas en materia de prevención del delito, dando prioridad a los jóvenes y grupos vulnerables
.

Subsecretaría de Desarrollo Institucional

Uno de los propósitos fundamentales de la reorganización de la institución es el de integrar un cuerpo de policía profesional apegado a los principios de legalidad, eficiencia, honestidad, justicia, respeto a los Derechos Humanos y al Estado de Derecho, que permita brindar una propuesta de vida digna y garantizar su desarrollo integrado a la sociedad. Hacer de la pertenencia a la policía un proyecto de vida decoroso, con pleno reconocimiento al esfuerzo, al riesgo y al compromiso de cada uno de sus elementos.

Subsecretaría de Información e Inteligencia Policial

Está dedicada a la incorporación de tecnología como condición de eficacia en el logro de los objetivos policiales y la incorporación de tecnologías de punta en ámbitos sensibles de la operación y la administración policial, desde equipamiento y sistemas informáticos integrados hasta videovigilancia y comunicaciones. La creación de la plataforma de información y análisis de georreferenciación delictiva (COMPSTAT), permite institucionalizar y sistematizar el proceso de evaluación de las acciones policiales en todos los niveles de mando y operación; facilita la realización de reuniones que se dirigen al análisis de información sobre la incidencia delictiva de las regiones, delegaciones y sectores policiales en la Ciudad de México.

Estado Mayor Policial

La Jefatura del Estado Mayor Policial, conformada por 3 Direcciones Generales, es la encargada de informar al Secretario de Seguridad Pública en tiempo real, las situaciones operativas, y verificar su cumplimiento.

El postulante ha realizado, durante 17 años su ejercicio profesional, en la Subsecretaría de Participación Ciudadana y Prevención del Delito.

3.3 ORGANIZACIÓN DE LA SUBSECRETARÍA

La Subsecretaría de Participación Ciudadana y Prevención del Delito, se compone de tres Direcciones Generales, dos Direcciones Ejecutivas, y una Dirección de Área, cuyas principales responsabilidades son: 

Dirección General de Participación Ciudadana

1. Vincular las diferentes áreas de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal con diversos grupos de ciudadanos civiles, empresariales, educativos y organizacionales. 

2. Coadyuvar acciones con los órganos de Gobiernos Locales, Delegaciones Diplomáticas y Entidades Federativas en materia de Participación Ciudadana para mejorar la Seguridad Pública.

3. Realizar una vinculación oportuna con los representantes de la Asamblea Legislativa, Cámara de Diputados, Autoridades Locales, Estatales y Federales, en materia de Seguridad Pública.

Dirección General de Prevención del Delito

1. Implementación, control y seguimiento del Programa de Conduce sin Alcohol “Alcoholímetro”.

2. Implementación, control y seguimiento Programa de Unidad Grafiti.

3. Implementación, control y seguimiento Programa de Brigada de Vigilancia Animal.

Dirección General de Derechos Humanos

1. Atención Integral a víctimas de presuntas violaciones a los Derechos Humanos.

2. Capacitación en Derechos Humanos e igualdad de género dirigido a la policía.

3. Supervisión en operativos como movilizaciones, diligencias, para garantizar los Derechos Humanos de la Población.

Dirección Ejecutiva de Salud y Bienestar Social

1. Presentación de Grupos Musicales.

2. Desarrollo de Torneos Deportivos.

3. Desarrollo de actividades Culturales y de Turismo.

Dirección Ejecutiva de Escuadrón de Rescate y Urgencias Médicas

1. Atención médica y prehospitalaria de enfermos y lesionados.

2. Labores de rescate y salvamento.

3. Servicios de Capacitación.

Dirección de Seguridad Escolar

1. Acción Preventiva “Mochila Segura”

2. Pláticas de Prevención del Delito

3. Sociodrama de Prevención de Adicciones.

En relación con lo anterior,  se presentan a continuación algunos de los programas que actualmente desarrollan los encargados de programas de participación ciudadana y prevención del delito en la ciudad de México (www.ssp.df.gob.mx).

•
Centro de Atención del Secretario [CAS]: Dirigido a todos los habitantes de la Ciudad de México, con el propósito de atender de forma inmediata y con seguimiento oportuno todas y cada una de las quejas, demandas, reportes, inconformidades, denuncias, sugerencias y propuestas de los ciudadanos en materia de seguridad pública.

•
Módulos de seguridad: Tienen como objetivo atender de manera eficaz y oportuna las emergencias,  reportes, quejas, demandas e inconformidades, tener un mejor acercamiento de vinculación policía-ciudadano. Impartir pláticas sobre los programas preventivos, difundir campañas informativas de los programas y acciones de la SSPDF.

•
Atención ciudadana: Tiene como propósito fortalecer el vínculo entre la SSPDF y los ciudadanos a través de reuniones y mesas de trabajo para atender de forma inmediata y con seguimiento oportuno, a todas y cada una de las quejas, reportes, denuncias, sugerencias y propuestas.

•
Vive sin armas: Programa de canje de armas por dinero, busca retirar armas que se encuentran en posesión de la población, en coordinación con la Secretaría de la Defensa Nacional [SEDENA], la entrega es de carácter anónimo y de forma voluntaria, permite que esas armas no generen violencia y así construir una sociedad más pacífica.

•
Conduce sin alcohol: A través de este programa se busca salvaguardar la integridad física de las personas y de sus bienes, que transitan por la Ciudad de México a bordo de sus vehículos, operativo permanente de revisión de las y los conductores en las principales vialidades, donde se les realiza la prueba de alcoholemia para medir la cantidad de alcohol que tienen y así determinar si están en condiciones o no de conducir un vehículo.

•
Unidad graffiti: Son pláticas de concientización e información sobre el fenómeno del graffiti, orientar a las y los jóvenes para que realicen el graffiti de manera legal y conozcan cuales son las faltas  que contempla la Ley de Cultura Cívica en el Distrito Federal, integración de los jóvenes en su comunidad y promover el respeto a la propiedad privada y la creatividad.

•
Conciencia vial en movimiento: Consiste en ocupar las principales intersecciones y vías de la ciudad con el apoyo de la participación ciudadana para difundir una cultura cívica del peatón y conductor, con el fin de desarrollar la conciencia de respeto y conocimiento de las señales viales así como hacer evidente las faltas al reglamento de tránsito.

•
Brigada de vigilancia animal: Su propósito es fomentar entre la ciudadanía una cultura de no violencia hacia los animales domésticos o silvestres, proteger y rescatar a los animales en caso de abuso, crueldad, maltrato y/o agresiones en vía pública. Así como de generar una conciencia de bienestar animal.

•
Recuperación de espacios urbanos: Tiene como objetivo mejorar la seguridad en los espacios públicos urbanos como plazas, paseos, jardines, parques, vialidades y las áreas para la recreación pública, acercando a los policías a los espacios en donde se han incrementado los delitos, la drogadicción, el alcoholismo y el vandalismo, en  donde se requiere la presencia de la Seguridad Pública y rehabilitar los espacios de graffiti, basura y falta de alumbrado, son programas continuos de carácter social, para desarrollar la conciencia familiar.

•
 Unidad de Seguridad Escolar [USE]: Tiene el objetivo de garantizar la seguridad de los alumnos, maestros, padres de familia en el entorno escolar a través de actividades como socio dramas en prevención del delito, violencia y adicciones, teatro guiñol, mochila segura y código protoescolar, mediante pláticas se transmite información preventiva sobre violencia, cuidado personal y prevención del consumo de drogas y bullying.

•
Proyecto bicentenario: Cuenta con sistemas Tecnológicos de Video Vigilancia en la vía pública de las 16 Delegaciones del Distrito Federal, 192 sistemas de reconocimiento de placas vehiculares y 35 presentan sensores de disparo de arma de fuego, cuentan con un botón de emergencia con el propósito de brindar un apoyo inmediato en tiempo real, reducir los índices delictivos, mejorar los modelos de atención de emergencias, aumentar presencia de seguridad pública, Incrementar vínculos de comunicación entre las diferentes corporaciones policiales, coadyuvar en la prevención del delito y simular condiciones de riesgo en la ciudad, transferencia de tecnología en materia de seguridad y mejor la calidad de vida de los habitantes de la ciudad de México.

Los factores que desarrollan las conductas antisociales son los factores endógenos y exógenos. El análisis debe ser a todo tipo de conductas y no solo a las criminales y a desviadas. Para la preparación del estudio de los factores criminógenos es necesario considerar algunas características que deben tener los encargados de la prevención del delito:

• Contar con conocimientos en alguna de las áreas de criminología, criminalística, psicología, psiquiatría, derecho, política criminal o de seguridad pública entre otras. Aunque parezca obvio cabe señalarlo porque los puestos relacionados a la prevención del delito en ocasiones los ocupan profesionistas poco éticos que toman el cargo ignorando lo que hacen y para que lo hacen; por ejemplo: Ingenieros, Arquitectos, Contadores, Veterinarios entre otros.

•
Conocimientos de investigación, planeación y desarrollo.

•
Conocimientos normativos y de derechos humanos.

•
Asumir responsabilidades.

•
Tolerancia a la frustración.

•
Curiosidad insaciable y constante.

•
 Interactuar, atender e intercambiar eficientemente información con la ciudanía.

•
Interés por los delitos y por el delincuente.

No obstante lo anterior, lo cierto es que hoy en día existen encargados de los programas de participación ciudadana y prevención del delito en ejercicio que no poseen dichas características o no se encuentran familiarizados y actualizados con los programas que se desarrollan en la ciudad de México. 

El marco jurídico aplicable a las funciones desarrolladas en el ejercicio profesional policial está constituido por los siguientes ordenamientos, mismos que rigen la labor de la Policía del Distrito Federal, así como la colaboración de la participación ciudadana en la prevención del delito:

· Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

· Declaración Universal de Derechos Humanos

· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

· Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte 

· Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial 

· Convención sobre la eliminación de todas las formas de  discriminación contra la mujer 

· Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 

· Convención sobre los Derechos del Niño 

· Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía 

· Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados 

· Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

· Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

· Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 

· Código Penal para el Distrito Federal

· Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Distrito Federal.

· Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal

· Ley de los Derechos de las Personas Jóvenes en la Ciudad de México

· Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el Distrito Federal

· Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores en el Distrito Federal

· Ley que Regula el Uso de la Fuerza de los Cuerpos de Seguridad Pública del Distrito Federal

· Ley que Regula el Uso de la Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal

· Ley de Cultura Cívica del Distrito Federal

· Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal. 

· Ley Orgánica de la Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal.

· Ley de Cultura Cívica para el Distrito Federal.

· Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal.

· Ley de Programas de Derechos Humanos del Distrito Federal.

· Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar del Distrito Federal

· Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito para el Distrito Federal

· Reglamento Interno de la Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal.

· Reglamento de la Ley que Regula el uso de la Fuerza de los Cuerpos de Seguridad Pública del Distrito Federal
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